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PLENARIA N°800 

Octingentésima  

Jueves 05 de junio de 2025 

Horario de inicio: 15:03 horas. Horario de término: 17:58 horas 

Modalidad híbrida (presencial-remota) Sala Valentín Letelier Casa Central y 

mediante Plataforma electrónica ZOOM. 

 

∙ Asistencia y Excusas 

∙ Excusas por inasistencia 

∙ Aprobación de Actas 

∙ Cuenta de la Rectora 

∙ Cuenta de Comisiones 

∙ Cuenta de la Mesa 

∙ Puntos de Tabla 

1. Presentación de antecedentes jurídicos del Senado Universitario sobre la 

tramitación de proyectos de reglamentos y sus modificaciones. Presenta: Prof. 

Rosa Devés, Rectora. (90 minutos). 
 

2. Presentación y votación sobre observaciones de la Contraloría Universitaria al 
Decreto de creación del Campus Juan Gómez Millas. (60 minutos) 

 

3. Varios e incidentes. (15 minutos) 
 

En Modalidad híbrida (presencial-remota) en la Sala Valentín Letelier Casa Central y 

mediante Plataforma electrónica ZOOM, el jueves 05 de junio, a las quince horas con 

tres minutos, con la dirección del senador Sergio Celis Guzmán en calidad de 

Vicepresidente, se inicia la octingentésima sesión, que corresponde a la sesión N°110 

del Senado 2022-2026. 

 

● Asistencia y Excusas  

1. Óscar Aguilera R. 

2. Carlos Areche M. 

3. María Soledad Berríos Del S.  

4. Pedro Calandra B. 

5. Gladys Camacho C. 

6. María Verónica Canales L. 

7. Eduardo Castillo E. 

8. Sergio Celis G. 

9. Soledad Chávez F. 

10. Rosa Devés A. 

13. Nicolás Guiliani G. 

14. Gabriel Hernández P.  

15. Claus Köbrich G.  

16. Sergio Lavandero G. 

17. Camilo Llanquimán M.  

18. Jorge Martínez U. 

19. Lucas Mezquita Q. 

20. Sergio Micco A. 

21. Ismael Oliva B.  

22. Dino Pancani C. 
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11. Andrés Dockendorff V. 

12. María Consuelo Fresno R. 

23. Gonzalo Rojas A. 

● Excusas por inasistencia 
Se excusan por inasistencia las/os senadoras/es Marcelo Arnold C., Ximena Azúa R., 

Carmen De la Maza A., Marco Mora G., Mirliana Ramírez P. y Gloria Tralma G. 

(total 6). 

 

Sin excusas por inasistencia: Leonardo Basso S., Cristóbal Bruna C., Gracia 

Contreras S., Claudio Falcón B., Daniela Lavín, Sophia Naranjo C. y Esteban 

Rodríguez R. (total 7) 

● Aprobación de Actas  

Vicepresidente: Para esta sesión tenemos el acta Nº794 del 17 de abril del presente 

año. Le pregunto a nuestra secretaria si llegaron observaciones al acta. 

 

Secretaria: No hubo comentarios al Acta Nº 794 de 17 de abril de 2025. 

 

Vicepresidente: Les pregunto si hay algún comentario u observación en sala.  

Bien, si no hay observaciones, entonces damos por aprobada el Acta Nº794 de 17 de 

abril de 2025. 

 

● Cuenta de la Rectora 

Rectora, profesora Rosa Devés: Quería dedicar esta cuenta al maestro Rodolfo 

Saglimbeni. Estamos muy tristes. Vivimos mucho, mucho juntos.  

Él llegó a la Universidad de Chile en septiembre del 2019, en un momento muy 

complejo para el CEAC, especialmente para la Orquesta Sinfónica Nacional de Chile. 

El teatro había estado cerrado por un tiempo bastante largo por la construcción de 

Vicuña Mackenna 20, que es colindante, y eso ya había representado una dificultad 

muy grande para la orquesta. Él llega al final de ese periodo y en octubre comienza el 

estallido social, en que claramente no se podía usar tampoco el teatro, con el drama de 

las noches, viendo el fuego ahí, en la vereda. Felizmente no tuvo ningún problema, pero 

fue un momento muy dramático. 

Y cuando parecía que nos íbamos a recuperar, vino la pandemia. Y yo no sé realmente 

qué habría pasado si no fuera por el maestro Rodolfo Saglimbeni, que estaba liderando 

la orquesta en todo ese tiempo, porque era una persona de una humanidad, paz, que 

tenía un liderazgo tan ejemplar, que todos lo respetaban y lo querían. Pudo sobrellevar 

todo aquello. Muy memorable. en julio de 2020, creo, parte con un programa que se 

llama In Crescendo, que era como un crescendo de ganarle a la vida, porque partía con 

solistas, después con dúos, luego tríos, y así iba creciendo, con la esperanza de tener a 

la orquesta completa en el escenario y así ocurrió. 

Y bueno, él era de una calidad artística enorme, con una tremenda trayectoria. Él se 

formó en el sistema de Venezuela, en las orquestas juveniles. Primero tocaba la 

trompeta como joven, y después se distinguió mucho por su dirección orquestal. 

Finalmente, Dudamel —el gran Dudamel— fue alumno de él, también allá en 

Venezuela. 

Era hijo de un padre campesino, inmigrante italiano, pero enamorado de la música. Su 

padre, con muy pocos estudios. 

Y él vivía entre Chile y Venezuela. Su familia está allá: algunos son médicos y otros 
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músicos.  Y ahora pasa esta verdadera tragedia. Que vamos coordinando con él, con la 

ilusión de que vamos a llegar a la sala, y fallece. Entonces es un momento muy 

dramático, porque está por un lado la felicidad de finalmente llegar a esta gran sala, él 

conduciendo, y se muere. Entonces es un momento muy terrible. 

Pero bueno, como él era: siempre pacífico, siempre mirando todo con optimismo. Él 

estaba muy feliz con el concierto del estadio. Él fue muy importante, porque ese 

concierto fue un sueño. Partieron trabajando cuatro personas, él siempre contaba: “Me 

acuerdo cuando éramos cuatro” y finalmente resulta. Y creo que esa pasión por el 

trabajo también es lo que finalmente marcó su vida. 

En febrero, más o menos, ya había bajado mucho de peso. Se fue a controlar y ya tenía 

entonces la enfermedad que finalmente significó su muerte. 

Así que hay un dolor en la orquesta. Terrible; y se van a tener que sobreponer y llegar 

a inaugurar la sala. Ahora, el 11, tenemos el primer concierto. Ustedes fueron invitados 

a la afinación. Es un momento muy dramático, muy profundo al mismo tiempo. Ahí 

estamos. 

Hoy día a las 7 va a haber otra ceremonia. Igual que en la mañana, que había menos 

gente, porque no se alcanzó a avisar. Era como más íntima, más del CEAC. Pero se va 

a reproducir ahora en la tarde, a las 7. La orquesta va a tocar, es como una ceremonia 

musical. Me imagino que habrá nuevos discursos. 

Así que… terrible. 

 

Vicepresidente: Muchas gracias Rectora, como Senado nos unimos a sus palabras y 

agradecemos el ejemplo del maestro para la universidad.  

● Cuenta de Comisiones 

1.- Desarrollo Institucional 

Senador Rojas: Me sumo a la condolencia y a la tristeza por la partida del director. 

Y bueno, paso a informar. La Comisión de Desarrollo Institucional no funcionó como 

tal hoy día, sino que estuvo, por decirlo así, repartida en distintas reuniones. Una de 

ellas fue la del subcomité que está trabajando el tema del reglamento de la Defensoría 

Universitaria. Este subcomité tuvo una reunión con todos sus integrantes: senadores 

Calandra, Canales, Ramírez y Llanquimán, junto a la abogada Marcela Ruiz. Estuvieron 

revisando justamente el borrador en relación con las observaciones que hizo la 

Dirección Jurídica, y de alguna forma preparando la reunión que tendrá este subcomité 

el próximo jueves con dicha dirección, con el propósito de armonizar ese documento y 

seguir avanzando en la elaboración del reglamento de la Defensoría Universitaria. 

También estuvo trabajando el equipo del proyecto de Desarrollo Institucional. 

Estuvieron presentes el senador Arnold, Köbrich, el señor Marcelo Ramírez y Valentina 

Vera de la Facultad de Gobierno, además de quien les habla, revisando los grados de 

avance y realizando una calendarización de las distintas etapas de participación, asunto 

que ya se había tratado en la CDI la semana anterior. 

Por último, también hubo otra actividad: una reunión de este mismo equipo de trabajo 

con la Vicerrectora de Extensión y Comunicaciones, justamente para hablar de la 

situación actual, los datos, indicadores, etcétera, y también de lo que surgió durante el 

proceso de acreditación. Además, se abordaron los desafíos que tiene la Vicerrectoría 

de Extensión y Comunicaciones, estuvo el senador Köbrich y yo, aunque nos tuvimos 

que venir a la sesión, el equipo siguió trabajando con la Vicerrectora Pilar Barba. 

Así que no hubo sesión formal de la CDI, pero sí bastante actividad en términos de los 

avances de los respectivos trabajos que está desarrollando la comisión. 
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2.- Docencia e Investigación 

Senadora Fresno: Buenas tardes a todos los que están presentes acá en la sala y quienes 

están a distancia. Me sumo a la pena y a las condolencias antes mencionadas. 

La Comisión sesionó, pero lamentablemente no tuvimos quórum. Sin embargo, 

considerando esta situación y que teníamos dos informes pendientes, se había solicitado 

—y habíamos acordado con los senadores— revisar la documentación y dar su parecer 

y opinión de forma online. Por lo tanto, tenemos listo el informe para la solicitud de la 

Facultad de Derecho respecto a la presentación del programa de Magíster en Familia, 

Niñez y Adolescencia. Así que estamos disponibles para que la mesa decida cuándo 

desea que se presente. 

También está listo el documento correspondiente al programa especializado de 

Odontología en Geriatría, el cual igualmente está a disposición de la mesa. 

El cuarto punto que teníamos hoy día era la visita del Departamento de Pregrado, que 

nos iba a presentar un análisis de los resultados académicos de los estudiantes de primer 

y segundo año 2024, con el fin de visualizar el desempeño de estas cohortes que 

ingresaron a nuestra universidad a través del sistema PAES. Como éramos pocos, la 

profesora Armanet amablemente prefirió posponer la presentación para el día 26, ya 

que le interesa conversar y contar con la mayor cantidad de senadores presentes. Desde 

ya extiendo la invitación a quienes estén interesados en asistir cuando ellos vengan a 

presentar. Cordialmente invitados a nuestra comisión. Igual les recordaré a todos la 

semana anterior para que lo tengan presente. 

Después, en el punto de varios, como siempre, revisamos las visitas que tenemos 

pendientes y los temas que se van a tratar. Así que ahí tengo que solicitar que se cursen 

algunas invitaciones para continuar con nuestro trabajo. 

Por otro lado, estamos a la espera de una respuesta del Magíster en Movimiento 

Humano. También pedimos un par de precisiones para poder evacuar el informe desde 

la comisión. 

 

3.-Presupuesto y Gestión 

Senadora Chávez: También me sumo a este momento tan doloroso y tan triste.  

Les paso a contar el tema de la reunión de hoy. Como ustedes bien saben, la Comisión 

de Presupuestos y Gestión, en su afán de estar informada y preparada para la 

presentación del próximo presupuesto de la universidad, ha continuado con el ciclo de 

conversaciones con algunas de las unidades que conforman la Universidad de Chile, 

justamente las unidades deficitarias. La finalidad de esta instancia es dar continuidad al 

ciclo conforme a la agenda programada. 

En lo personal, fue muy importante, porque hoy contamos con la visita del Decano de 

la Facultad de Filosofía y Humanidades, Profesor Raúl Villarroel Soto; el Vicedecano 

Profesor Ulises Cárcamo Sirguiado y el Director Económico, Sr. Claudio González 

Díaz, quienes nos presentaron su plan de trabajo para este año y su proyección 

financiera. A su vez, indicaron los riesgos y mejoras que observaron en la construcción 

del presupuesto 2025 y lo que se viene. 

Fue una reunión muy fructífera, porque ha habido un cambio sustantivo. Ustedes saben 

que esta unidad pasó a tener números rojos de manera muy radical, de un momento a 

otro. A partir de enero comenzó a trabajar un nuevo Director Económico y se ha 

implementado un plan muy interesante. Las humanidades, como ustedes saben, por lo 

general no generan ingresos significativos, por lo que lo que había que hacer era mejorar 

la gestión, ordenarse. Hubo bastantes preguntas; de hecho, esta reunión ocupó toda la 

sesión. Preguntas del tipo: números claros, números duros, qué pasa con la cuestión de 

las pedagogías, entre otras cosas. 
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Como les digo, a mí en lo personal me preocupaba, porque es mi Facultad, yo soy 

senadora de la Facultad. Y si algo saco en claro de todo este proceso, son dos 

conclusiones apriorísticas: Primero, que muchas veces momentos críticos como este 

pueden generar resultados muy positivos, entre ellos, ordenarse. Y segundo, que 

siempre ha existido una idea —que encuentro muy facilista— de que los humanistas no 

nos manejamos con números. Y esto no debería ser así, sobre todo si uno está trabajando 

en una unidad donde los números son fundamentales. Es un deber nuestro, y fue de 

hecho uno de los requerimientos que planteamos respecto al informe del presupuesto 

de este año: que toda persona que trabaje en gestión debiera saber de números, debiera 

formarse. Es algo fundamental para el buen funcionamiento de una unidad. 

Así que quedamos muy satisfechos y, nada, con ganas de seguir en esta senda de 

conversación, una conversación sana, que de alguna manera quiere ayudar y quiere 

saber, sobre todo en relación con las unidades deficitarias. 

 

Rectora, profesora Rosa Devés: A propósito de construir sobre lo ya hecho, y en 

relación con los problemas que han ocurrido, me gustaría mencionar, como parte de 

esta cuenta, que asistimos a la Facultad de Filosofía y Humanidades a la entrega de dos 

informes: uno sobre buenas prácticas de investigación y otro sobre investigación y 

equidad de género. 

El primero, el de buenas prácticas de investigación, surge precisamente como respuesta 

al serio problema que se generó en torno a las tesis, una situación que ocurrió hace 

algunos años. Se ha producido un documento de enorme valor, que además está muy 

alineado con la política de investigación del Senado Universitario de la Universidad de 

Chile. Estuvimos ambas presentes en esa reunión; la senadora Chávez había participado 

activamente en su elaboración, y el profesor Cristian Candia fue quien lideró el grupo. 

También participó Teresa Flores como Directora de Investigación. Este informe es 

realmente un resultado de alta calidad. Hay muy poco material de este tipo, 

especialmente en el ámbito de las humanidades, donde generalmente se hace más 

énfasis en las ciencias biológicas o incluso en las tecnologías. Por eso, este documento 

será importante no solo para la Universidad, sino para el desarrollo de las humanidades 

en el país. Además, fue construido de forma participativa, lo que le da aún más valor. 

Más allá del producto, que es de excelencia, lo que realmente impacta es el proceso: 

cómo se levantaron desde una crisis tan compleja, cómo trabajaron colectivamente, y 

cómo lograron este resultado. Para mí, fue muy impresionante estar ahí. Lo dije en ese 

momento: fue como levantarse de las cenizas de un hecho lamentable, que tuvo también 

repercusiones importantes en el ámbito público de la Universidad. 

 

Otro aspecto igualmente interesante y desafiante es el segundo informe, sobre equidad 

de género en la investigación. Una podría pensar que en disciplinas como las 

humanidades existen menos brechas que en las ciencias, pero no es así. Hay diferencias 

importantes y persistentes. Por eso, este trabajo es tan valioso. Mis felicitaciones por 

ello. Salí de esa actividad sintiéndome realmente orgullosa de pertenecer a una 

universidad que es capaz de enfrentar sus problemas y salir adelante de esta manera. 

Además, desde el nivel central, se están organizando dos seminarios sobre ética e 

integridad en la investigación: uno que se realizará ahora en julio y otro en septiembre. 

El de septiembre incluirá un componente sobre libertad académica. Ambos están siendo 

coordinados desde el nivel central, pero contarán también con la participación de otras 

universidades y con aportes internacionales. 

Así que nuevamente, felicitaciones a los senadores y senadoras que pertenecen a la 

Facultad. Es un trabajo realmente notable. 
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4.- Estructura y Unidades Académicas 

Senador Castillo: Nuestra comisión sesionó con quórum y hoy discutimos lo relativo 

al punto 2 de la plenaria: presentación y votación sobre observaciones de la Contraloría 

Universitaria al decreto de creación del Campus Juan Gómez Millas. Al respecto, 

acordamos una postura como comisión. Esperamos poder informar cuando se aborde el 

punto correspondiente en la tabla de hoy, así como otorgar la palabra al senador Camilo 

Llanquimán para plantear un aspecto de la discusión relativo al Reglamento General de 

Campus. 

En el punto Varios, conversamos sobre el seminario de patrimonio realizado la semana 

pasada, así como sobre las iniciativas emprendidas por la Facultad de Ciencias Físicas 

y Matemáticas en torno al patrimonio humano. 

Finalmente, revisamos la agenda de la Comisión para las próximas reuniones, que se 

sostendrán en torno a la política de patrimonio. 

 

5.- Reglamento Interno 

Vicepresidente: Por lo que sabemos, la Comisión está en trabajo asincrónico.  

 

6.- Bienestar y Salud Mental de la Comunidad Universitaria 

Senador Rojas: La Comisión de Bienestar y Salud Mental tuvo sesión el pasado 

viernes 30 de mayo, en horario matutino, de 8:30 a 10:30 horas. En esta ocasión, se 

sostuvo una reunión con la Vicerrectoría de Asuntos Estudiantiles y Comunitarios, a la 

que asistió la Vicerrectora Josiane Bonnefoy, acompañada de la Directora de Salud 

Estudiantil, Ivonne Ahlers, y la Coordinadora de Salud Mental, Yael Weinstein. 

La reunión giró en torno a una serie de preguntas elaboradas por la Comisión, con el 

objetivo de nutrir el borrador de la Política de Bienestar y Salud Mental de la 

Comunidad Universitaria. Fue un diálogo muy fructífero, en el que se abordó, 

principalmente, la situación actual del tema, especialmente el rol de la VAEC en el 

bienestar y salud mental estudiantil de pregrado, que es su foco principal. También se 

discutió sobre la política en desarrollo, que busca integrar a toda la comunidad 

universitaria en una visión amplia de bienestar y salud mental. 

Resultó especialmente interesante el análisis de las brechas existentes en la actualidad, 

particularmente en relación con cómo abordar la salud mental en toda la comunidad. Se 

destacó que la universidad no puede pretender “cliniquizarse”, sino que debe generar 

condiciones para que el entorno universitario sea un factor protector y no un factor de 

riesgo. Este enfoque ha sido central tanto en el diagnóstico realizado por la comisión 

previa como en el borrador actual de la política. 

Además, se comentó que existe un calendario de visitas a unidades académicas para 

conocer las iniciativas locales en torno al bienestar y la salud mental. La senadora 

Tralma ya sostuvo una reunión con la persona encargada del programa de salud mental 

en la Facultad de Química y Farmacia. También se realizó una reunión con Viviana 

Guajardo, de la Facultad de Medicina, para conocer la experiencia de esa unidad en 

salud mental estudiantil. 

La próxima semana, está programada una visita a la Facultad de Odontología, donde se 

sostendrá una reunión con su vicedecano y el equipo encargado del tema de bienestar 

y salud mental. 

● Cuenta de la Mesa 

Vicepresidente: Como mesa, hemos estado bien abocados al proceso que estamos 

llevando, sobre todo en lo relativo a la votación en los consejos de facultad. Ustedes ya 
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conocen todas las complejidades de ese proceso, así que hemos estado enfocados 

principalmente en los aspectos jurídicos y comunicacionales. Nuestro equipo de 

comunicaciones ha estado elaborando información de forma permanente, la cual se 

difunde a través de redes sociales. Ese trabajo requiere revisión constante y nos 

mantiene bastante ocupados.  

Sin embargo, no hemos desatendido nuestras obligaciones regulares. Por ejemplo, en 

nuestro programa Educación en el Aire, esta vez contamos con la participación del 

profesor Rondanelli, de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas, quien habló 

sobre el fenómeno del tornado ocurrido en Puerto Varas, un tema de gran interés. 

También tuvimos como invitado a Guillermo Cepeda, broncopulmonar infantil y 

director del Hospital Clínico, con quien conversamos sobre la nueva ley que regula los 

cigarrillos electrónicos y vapeadores. Estos han sido algunos de los temas abordados en 

el área de comunicaciones. 

En cuanto al área jurídica, como ya mencioné, ha estado centrada en el proceso de 

votación.  

Además, estamos preparando otras reuniones. El próximo lunes tenemos una reunión 

con la decana de Odontología, en la que abordaremos el informe emanado de la 

Comisión de Docencia e Investigación sobre la especialización en odontogeriatría. 

Hemos recibido cartas de decanos. Como ya pasamos el momento de aprobación del 

50%, las comunidades están revisando la información, analizando sus cifras y 

manifestando tanto apoyos como preocupaciones. En ese contexto, recibimos dos cartas 

formales, que nos aseguraremos de que todas ustedes tengan. Una, del Decano 

Francisco Martínez, de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas y otra, del 

Decano Gabino Reginato, de Ciencias Agronómicas. Ambas cartas manifiestan apoyo 

al proceso, pero también expresan preocupación por el tema del quórum, que es el punto 

central de ambas comunicaciones. Las invito a leerlas y discutirlas, ya que es un tema 

fundamental que debemos tener presente, escuchando a la comunidad cuando se 

manifiesta. 

Eso es lo que puedo informar por ahora en la cuenta de la mesa. También participamos 

hoy en la mañana en la ceremonia de despedida del maestro. 

● Puntos de Tabla 

Vicepresidente: Se somete a consideración de la plenaria los puntos de tabla y tiempos 

asignados para cada uno de ellos.  

Pero antes déjenme introducir un elemento. Como ustedes pudieron ver en la tabla, 

hicimos una pausa en la votación que llevábamos respecto al tema del voto en los 

Consejos de Facultad. Esta pausa tiene tres fundamentaciones que quiero explicarles y 

comentarles brevemente. 

Primero, hemos recibido observaciones de algunos senadores sobre el procedimiento y 

ciertas decisiones jurídicas tomadas en este proceso. Desde ya, transmito que, como 

mesa —y como hemos señalado en otras ocasiones—, hemos sido muy cuidadosos y, 

a nuestro entender, estamos actuando dentro del marco jurídico correspondiente. Sin 

embargo, estas observaciones nos han llevado a revisar exhaustivamente muchos temas 

y a acumular bastante información.  

Por eso, consideramos necesario hacer una pausa para discutir esas observaciones y, 

sobre todo, para compartir con ustedes todos los antecedentes que hemos recabado. Hoy 

contamos con la presencia —diría casi histórica— de varios profesionales que han 

aportado en este proceso. Aprovecho de saludar a los abogados Fernando Molina y 

Gustavo Fuentes, así como a nuestra Directora Jurídica Liliana Galdámez, quienes 

presentarán el primer punto de la tabla. El objetivo de este punto es que todos 
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compartamos y conozcamos la información disponible, y que exista un espacio para 

consultas, de modo que podamos decidir cómo proceder y resolver algunas de las 

discusiones pendientes. Lo que estaba ocurriendo es que no podíamos avanzar en temas 

clave —como topes, quórum y otros aspectos importantes de la propuesta— porque 

siempre había una conversación paralela o ruido sobre el proceso mismo, lo que 

dificultaba el diálogo de fondo. 

Segundo, ha surgido la objeción respecto a los ritmos y la rapidez con que estamos 

avanzando. Entiendo ese vértigo, ya que estamos tomando decisiones muy relevantes. 

Pero también es importante recordar que este es un proceso que lleva muchos años en 

la universidad, y parte del objetivo del primer punto es, justamente, reconstruir ese 

relato para que todos tengamos una visión común del camino recorrido. 

Tercero, quiero transmitirles que hemos llegado a un punto en que el Senado ha 

aprobado el 50% del proyecto, y existe un compromiso de la mesa y de la rectoría de 

apoyar esa decisión. Sin embargo, eso no significa que el proyecto esté cerrado. Ahora 

que se alcanzó ese umbral, las comunidades están revisando la información, haciendo 

cálculos y detectando detalles de implementación que son fundamentales. Por eso, 

también es necesario pausar un momento para reflexionar, pensar y discutir algunos 

elementos críticos para que la implementación en las facultades sea adecuada. 

 

Estas son las razones por las cuales hemos decidido pausar este punto en la tabla. Con 

eso dicho, les pregunto si están de acuerdo con la tabla y con los tiempos asignados 

para esta sesión. 

 

Senador Guiliani: Sí, sí, estoy de acuerdo. Solamente, quizás por los colegas de la 

plenaria que no lo conocen. El abogado Fernando Molina fue abogado del Senado 

durante varios años y, posteriormente, se desempeñó como Director Jurídico de la 

Universidad de Chile. Quizás es bueno mencionarlo para quienes eventualmente no lo 

saben. 

 

Vicepresidente: Muchas gracias. Yo he escuchado mucho sobre Fernando Molina, es 

un gusto verlo ahora en esta instancia. Hemos oído bastante sobre su trayectoria, por 

supuesto.  

Gracias, senador Giuliani. 

También tenemos el segundo punto. Como el tema del voto nos está consumiendo 

mucho tiempo, lógicamente debemos cuidar que no se nos olviden otras 

responsabilidades, como la aprobación del programa, que está a la espera de un buen 

momento, y también la situación del campus, que abordaremos en este segundo punto. 

 

Hubo consenso en aprobar los puntos de tabla y los tiempos asignados. 

 

1. Presentación de antecedentes jurídicos del Senado Universitario sobre la 

tramitación de proyectos de reglamentos y sus modificaciones. Presenta: Prof. 

Rosa Devés, Rectora. (90 minutos). 

 

Vicepresidente: Bien, y sin más, quiero darle la palabra a nuestra Rectora, para que 

podamos conversar sobre la presentación de antecedentes. 

 

Rectora, profesora Rosa Devés: Tal como decía el Vicepresidente, lo que queremos 

en esta oportunidad —en conjunto con los dos ex-abogados del Senado, Fernando 
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Molina, desde Ginebra ¿No?  

 

Abogado Molina: Sí, en Ginebra. Muchas gracias 

 

Rectora, profesora Rosa Devés: Y el abogado Gustavo Fuentes.  

Junto con la Directora Liliana Galdámez, realizaron un recorrido descriptivo de lo que 

ha sido el proceso desde el año 2006, en lo que denominamos el ejercicio de la potestad 

normativa del Senado Universitario. Voy a hacer la mayor parte de la presentación 

desde acá, pero les pido a los tres abogados que por favor complementen al final. 

 

https://drive.google.com/file/d/11nrNNDIBTRlV-

87sQcm49g1I3Oj4btuN/view?usp=drive_link 

 

 

Aquí le doy la palabra a Fernando Molina.  

 

Abogado Molina: Sí, respecto a la ley delegatoria, cabe señalar que es un mecanismo 

establecido en la Constitución, mediante el cual el Congreso autoriza al Presidente de 

la República a dictar normas sobre materias de dominio legal. 

Si uno analiza la historia de la Universidad, se observa que los estatutos de la 

Universidad de Chile, así como sus modificaciones, siempre se han efectuado a través 

de decretos con fuerza de ley (DFL), al igual que en otras universidades del Estado. 

En particular, la Ley N.º 20.526, además de contener un artículo que otorgaba esta 

delegación, tenía también un sustento en la Ley N.º 21.094 sobre Universidades del 

Estado, que establecía la obligación —para la gran mayoría de estas instituciones, 

excepto las post 90— de presentar una propuesta de modificación de sus estatutos. 

Asimismo, han existido leyes misceláneas, como las leyes de reajuste del sector 

público, que otorgan facultades al Presidente de la República para dictar decretos con 

fuerza de ley. De hecho, en la reciente Ley N.º 21.724, en su artículo 59, también se 

establece una delegación para otras materias, permitiendo la emisión de decretos con 

fuerza de ley. 

 

En la siguiente lámina se pueden observar los tres hitos más importantes en la historia 

estatutaria de la Universidad: 

 



10 

 

En resumen, el uso de la ley delegatoria ha sido una constante en la historia normativa 

de la Universidad de Chile, constituyendo la regla general para la aprobación y 

modificación de sus estatutos. 

 

Rectora, profesora Rosa Devés: La Directora Jurídica se referirá a la síntesis de la 

última lámina, antes de abrir la palabra.  

 

(Interviene sin micrófono la senadora Camacho) 

 

 
 

Directora Jurídica, Liliana Galdámez: Como señala la Ley de Procedimiento 

Administrativo, lo que ha ocurrido en general en la Universidad podría describirse 

como una sucesión de actos y trámites vinculados a la tramitación de la modificación 

del Estatuto, particularmente del artículo 36 y de esta propuesta, lo que ha requerido, 

en distintas etapas, controles de legalidad. 

La reforma al artículo 36 fue objeto de control de legalidad por parte de la Contraloría 

Universitaria y, posteriormente, por la Contraloría General de la República, al igual que 

todas las modificaciones estatutarias de las universidades. Además, se consideraron en 

su momento las opiniones del Ministerio de Educación, del Ministerio de Hacienda, 

entre otros organismos. 

A partir de esta experiencia y del tratamiento sistemático que han tenido las atribuciones 

reglamentarias ejercidas por el Senado Universitario, se puede afirmar que la propuesta 

y discusión del artículo 12 del Reglamento General de Facultades han sido abordadas 

conforme a esos mismos procedimientos. No existe un “procedimiento B”; el 

procedimiento aplicado responde al origen mismo del Reglamento General de 

Facultades, cuya redacción ha sido responsabilidad del Senado Universitario, sin que 

haya existido siquiera una toma de conocimiento por parte del Consejo Universitario. 

Como se ha señalado, en la tramitación de esta propuesta no se trata únicamente de un 

control de legalidad final por parte de la Contraloría respecto de la modificación 

estatutaria, sino que todos los actos intermedios han requerido intervención, 

particularmente de la Contraloría Universitaria. 

De este modo, y desde una perspectiva histórica —en lo que podríamos llamar un 

ejercicio de “arqueología jurídica”—, se ha aplicado exactamente la misma tramitación 

que ha tenido el Reglamento General de Facultades desde sus inicios, cuya autoría 

corresponde al Senado Universitario. Esto, además, se sustenta en la remisión expresa 

del Estatuto Universitario, en su artículo 36, al artículo 25 letra A, que se refiere a las 
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facultades reglamentarias del Senado. 

Este ha sido, en consecuencia, el procedimiento aplicado hasta ahora. 

 

Rectora, profesora Rosa Devés: Quisiera invitar al abogado Fernando Molina, al 

abogado Gustavo Fuentes y a la directora jurídica Liliana Galdámez a responder 

directamente a las preguntas que vayan surgiendo durante la discusión. 

 

Vicepresidente: Ahora sí, abrimos el momento de consultas y comentarios.  

 

Senador Köbrich: Antes de dar la palabra, voy a subir la presentación que acaba de 

compartir la Rectoría al Drive del Senado, para que todas y todos puedan tener acceso 

a ella. 

 

Senadora Camacho: He escuchado con toda la atención que en estos momentos puedo 

tener, la exposición y el extenso recuento de un proceso que, por lo que veo, ya tiene 

más de una década. No quiero calificar a los profesionales que han estado vinculados 

en cada momento, pero sí me llama la atención la existencia de una serie de errores 

sucesivos en la tramitación de este procedimiento. 

He reconstituido una cronología a partir de los considerandos que se esbozan en el 

Decreto con Fuerza de Ley N.º 17, que es el que finalmente modifica el Estatuto. En 

dicho decreto se señala que el 26 de junio de 2014, la plenaria acordó los términos de 

la modificación estatutaria del artículo 36. Ese acuerdo se dio en el marco de un 

procedimiento largo, desarrollado en varias sesiones. Sin embargo, ese procedimiento 

no concluyó en 2014 con un decreto universitario.  

Luego, el 30 de agosto de 2022, el secretario de la Mesa del Senado emite un certificado 

de un acuerdo de plenaria que formaba parte de un procedimiento administrativo que, 

al menos desde el punto de vista jurídico, ya se encontraba en decaimiento 

administrativo. Como sabrán los profesionales aquí presentes —tanto en sala como en 

Zoom—, el decaimiento administrativo ocurre mucho antes, según reiterada 

jurisprudencia de la Corte Suprema. Después de más de ocho años, no es posible revivir 

un acuerdo. 

El 22 de diciembre de 2022 se aprueba la ley de reajuste, que modifica los términos de 

la habilitación legal. Hasta la Ley de Universidades Estatales, solo podíamos proponer 

mecanismos de participación y corresponsabilidad en materia presupuestaria y en la 

elaboración del plan de desarrollo institucional. Pero esta nueva ley de habilitación 

establece que se pueden proponer “cualquier otra reforma que se estime conveniente, 

que se apruebe por los procedimientos internos de cada universidad”. El problema es 

que la Constitución, en su artículo 64, exige que las habilitaciones para dictar decretos 

con fuerza de ley sean precisas y en esa frase —“cualquier otra reforma que se estime 

conveniente”— carece de toda precisión. 

El 8 de marzo de 2023, la Rectoría envía un oficio al Ministro de Educación presentando 

la propuesta de modificación al artículo 36 del Estatuto. Sin embargo, recién el 4 de 

mayo de 2023 se aprueba el decreto universitario que respalda ese acuerdo del Senado 

adoptado en 2014.  

Dígame si esto ha sido regular. Siempre se ha hecho así – yo entiendo – a veces los 

malos hábitos se repiten, y hacemos lo mismo que se hizo antes. Pero llega un momento 

en que alguien nos dice: “esto está mal, muy mal”, y entonces todo el tinglado se cae. 

Y quedamos en evidencia como universidad, mostrando que no estamos haciendo las 

cosas con la pulcritud, corrección y técnica jurídica que deberíamos. 

El 04 de mayo de 2023 se aprueba el decreto y luego, el 23 de marzo de 2024, un año 



12 

 

después, se dicta el decreto con fuerza de ley. Y me pregunto también: ¿El decreto 

universitario de mayo de 2023 es una norma de carácter general o de efectos 

particulares? Porque, como ustedes saben, la Ley Nº19.880 señala dos tipos de 

publicidad, acorde con eso. ¿Tenemos en la Universidad una norma legal que nos 

excluya de una forma de publicitar o de comunicar lo que señala la Ley Nº19.880?. Yo 

no la conozco. Tal vez ustedes sí. Pero tendría que ser una norma legal.  

Entonces si se trata de una norma de efectos generales, entonces debe publicarse en el 

Diario Oficial. Que yo sepa, este decreto no ha sido publicado. 

Quería dejar todas estas dudas planteadas, porque mientras más investigo, más me 

sorprendo. Más me quedo atónita. Y vuelvo a señalar: esto no es contra nadie. Soy una 

mujer de derecho, y lamentablemente esta es mi especialidad. Por eso, si ustedes pueden 

rebatir o aclarar los puntos que he planteado, me gustaría mucho escucharlos. 

 

Rectora, profesora Rosa Devés: Solo agregar que está la Contraloría Universitaria y 

la Contraloría General de la República que tendríamos que incluir entre quienes 

ignorarían la ley.  

 

Abogado Molina: Respecto de la tesis del decaimiento del acuerdo de 2014, quisiera 

recordar que este asunto fue planteado por senadores que presentaron un reclamo ante 

la Contraloría General de la República. En su momento, dicha tesis fue desestimada por 

la Contraloría, que ratificó que los acuerdos existían y que no habían sido revocados 

por el Senado Universitario. Sobre la base de ese dictamen —que demoró dos años en 

emitirse—, el Senado adoptó posteriormente el acuerdo de señalar que dicho acuerdo 

no había sido revocado, y, por tanto, resolvió remitirlo a la Rectoría para que se le diera 

el trámite correspondiente. Es decir, la actuación tanto del Senado como de la Rectoría 

se basó en un pronunciamiento de la Contraloría General, que rechazó la tesis del 

decaimiento de los acuerdos adoptados en 2014. 

En cuanto al Decreto con Fuerza de Ley N.º 17, tal como señaló la Rectora, cuando la 

Contraloría General toma razón de un decreto con fuerza de ley, no solo analiza su 

legalidad, sino también su constitucionalidad. Por tanto, este decreto goza de 

presunción de legalidad y constitucionalidad, otorgada por la Contraloría General de la 

República. En consecuencia, cualquier cuestionamiento solo podría prosperar si la 

Contraloría cambia de criterio o si se plantea en sede jurisdiccional. 

Esto respalda que todo el proceso ha sido validado, tanto en su inicio —con la 

desestimación del decaimiento— como en su culminación, con la toma de razón del 

decreto con fuerza de ley que materializó la modificación reglamentaria. 

En lo referente al Reglamento General de Facultades, quisiera aportar desde mi 

experiencia. Me tocó ser parte de ese proceso: fui abogado del Senado Universitario 

durante seis años, y previamente asesor del Consejo de Evaluación. El Senado 

Universitario no tuvo abogado durante su primer año y medio, y luego asumí como su 

primer asesor jurídico. Durante ese tiempo, viví directamente las modificaciones al 

Reglamento de Facultades, y nunca se cuestionó que esta era una atribución del Senado. 

Era un consenso claro: el Estatuto establecía con nitidez que se trataba de un reglamento 

de competencia del Senado Universitario. Por eso fue modificado en varias ocasiones, 

siempre con gestiones de consulta con Decanos, Directores de Institutos y la Rectoría. 

 

Senador Hernández: Te agradezco mucho Fernando Molina, y también a Liliana, por 

la completa exposición que han realizado. No sé si ese documento existía previamente; 

si existía, no lo había visto. Y si lo han tenido que elaborar ahora, comprendo que ha 

sido un trabajo arduo. Es un asunto bastante complejo, como hemos venido viendo 
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desde hace tiempo aquí en el Senado. 

También agradezco a la senadora Camacho por ilustrarnos sobre este tema. Además del 

pronunciamiento del Consejo Universitario, han surgido hoy otros elementos 

relevantes, como la extensa tramitación normativa de este proceso. Así que muchas 

gracias, senadora Camacho, especialmente considerando que usted es experta en 

derecho administrativo. 

Quisiera reiterar algunas cuestiones que ya he planteado en sesiones anteriores. Lo 

primero es que el artículo 36 del Estatuto se remite al artículo 25 letra A, relativo a la 

función del Senado de dictar reglamentos, pero solo en lo que respecta a la elección de 

los nuevos integrantes de los Consejos de Facultad. Esa remisión no tiene relación con 

los porcentajes que se fijaron en una sesión anterior. Por lo tanto, esa insistencia en el 

artículo 25 letra A debe considerar que el artículo 36 se refiere exclusivamente a la 

elección de los nuevos integrantes, y no a la determinación de los porcentajes. La 

fijación de porcentajes no está contemplada en modo alguno en el artículo 36.  

A su vez, la revisión conjunta del artículo 36 y del artículo 25 letra A muestra 

claramente —basta con leerlos— que se refieren exclusivamente a la elección de los 

nuevos integrantes de los Consejos de Facultad. Por tanto, para todos los demás asuntos 

no vinculados con la elección, como es el caso de los porcentajes, deben considerarse 

otras normas del Estatuto. 

En este sentido, los artículos 23 letra E, 25 letra F y 19 letra S son especialmente 

relevantes, ya que establecen, respectivamente, las funciones del Consejo Universitario, 

del Senado Universitario y de la Rectora. Estos artículos indican que, para modificar 

estructuras de la Universidad, se requiere la intervención del Consejo Universitario, 

procedimiento que, hasta el momento, no ha llegado a este Senado. 

Como todos saben, el Reglamento General de Facultades señala que la Facultad es la 

estructura fundamental de la Universidad. Si alguien duda de que esto se refiere a una 

cuestión estructural, basta con revisar la página web institucional, donde, en la sección 

de “estructuras orgánicas de la Universidad”, se menciona en primer lugar a las 

Facultades. Por tanto, no hay duda —aunque en algún momento se haya puesto en 

cuestión— de que la Facultad es una estructura orgánica fundamental de la Universidad. 

Además, como he señalado en sesiones anteriores, los casos citados como precedentes 

no tienen relación con este asunto. Algunos podrían parecer vinculados en principio, 

pero otros son derechamente impertinentes, y da la impresión de que se mencionan para 

justificar lo que se está haciendo. 

Un caso en el que probablemente todos estaremos de acuerdo es el de la creación de 

Facultades, donde efectivamente hay un cambio estructural y hubo pronunciamiento en 

los tres casos mencionados. Sin embargo, el otro caso citado —el aumento del número 

de académicos en los Consejos de Facultad— no tiene relación con lo que estamos 

discutiendo. Los académicos han sido siempre integrantes de los Consejos de Facultad. 

Lo que ahora se propone es incorporar nuevos estamentos: estudiantes y personal de 

colaboración. Esto altera el gobierno de la facultad, algo que nunca antes había 

ocurrido. Por tanto, no son casos comparables. 

Los otros dos casos mencionados —el del referéndum y el de la ponderación del voto 

en 2010— tampoco tienen relación con el tema que nos convoca. No entiendo por qué 

se los cita como antecedentes. 

Para finalizar, quisiera referirme a lo que señaló la senadora Camacho sobre la ley 

delegatoria. Me parece muy relevante su observación respecto a que esta ley no es 

precisa, y la Constitución exige precisión en este tipo de habilitaciones. Esta es una ley 

delegatoria demasiado general, que parecería permitir al Presidente de la República 

hacer prácticamente cualquier cosa. Y, como sabemos, cuando la Constitución entrega 
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esta facultad al Presidente, lo hace sustrayéndola del Parlamento, por lo que exige que 

la delegación sea estrictamente precisa. 

Finalmente, y esto lo planteo desde el desconocimiento, quisiera hacer una pregunta: 

¿Por qué se demoró tanto este proceso desde 2014? ¿Por qué no se reactivó antes? ¿Cuál 

fue el motivo de esta demora tan extraordinaria, que quizás debió haber llevado a 

reconsiderar el proceso, dado el tiempo transcurrido? 

 

Senadora Canales: Bueno, ya que estamos en este proceso, primero quiero saludar a 

la invitada, la Directora Liliana Galdámez, y también a Gustavo y Fernando, quienes 

han sido parte de este Senado Universitario. Qué bueno que estén aquí, ayudándonos a 

reconstruir esta historia y a recorrer el camino que ha seguido el Senado. 

He escuchado con mucha atención —como siempre lo hago—, pero particularmente en 

esta ocasión, porque se han abordado cuestiones que, al no ser abogada, me cuesta 

comprender del todo. Agradezco sinceramente a la mesa por haber puesto este tema en 

discusión hoy y por haber presentado este recorrido, ya que permite dimensionar lo que 

ha hecho el Senado Universitario y cómo ha ido validando este proceso a lo largo de 

tantos años. 

Sin embargo, me surge una pregunta: si este proceso estuvo en una comisión del Senado 

Universitario, tan amplia, y en la que además el senador Hernández —junto al senador 

Pancani— fue presidente, ¿Por qué no se dio cuenta durante ese proceso de lo que hoy 

se está presentando? Ya lo manifesté en otra sesión, pero me sigue llamando la atención, 

porque finalmente llegamos a una etapa de votación, y cuando estamos avanzando, 

pareciera que retrocedemos a revisar todo aquello que este mismo Senado ya ha ido 

aprobando. 

Me parece que no es una buena estrategia. Más bien, lo veo como una forma de 

autoboicot al propio trabajo del Senado Universitario. 

 

Abogado Fuentes: Mi nombre es Gustavo Fuentes. Fui abogado del Senado 

Universitario entre los años 2015 y 2022, por casi siete años. Actualmente me 

desempeño como jefe de Gabinete de la Vicerrectoría de Asuntos Estudiantiles y 

Comunitarios de esta Universidad. También fui jefe jurídico de la División Jurídica de 

Educación Superior del Ministerio de Educación. 

Quisiera hacer algunos alcances. En primer lugar, respecto del dictamen del año 2020, 

que me tocó trabajar en conjunto con la Rectoría y con el entonces Director Jurídico 

Fernando Molina, para responder a una presentación efectuada por un grupo de 

senadores universitarios sobre el voto en los Consejos de Facultad, en relación con los 

estamentos estudiantiles y no académicos. Efectivamente, la discusión se centró en lo 

que plantea la senadora Camacho, particularmente sobre la validez del acuerdo 

adoptado en 2014. La pregunta era si ese acuerdo seguía vigente o no. Existe una regla 

muy conocida en derecho: las cosas se deshacen como se hacen. El acuerdo del Senado 

Universitario de 2014 no fue revocado. Razón por la cual, en la medida que esto fue 

discutido y abierto el 2018, hubo una reapertura del debate para determinar si ese 

acuerdo seguía teniendo validez. Luego de esa discusión el 2018, la plenaria del 

Senado, de manera legítima, ratificó el acuerdo, que fue retomado por el Rector y 

presentado al Presidente de la República para llevar a cabo la modificación 

correspondiente. 

Tal como señaló el colega Molina, el Decreto con Fuerza de Ley fue tomado razón por 

la Contraloría General de la República. Esto implica que, como también corroboró la 

Directora Jurídica, estamos frente a un acto dotado de legalidad [y que fue]  adoptado. 

El control de legalidad mediante decreto con fuerza de ley, que implica una toma de 
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razón —una de las atribuciones más relevantes de la Contraloría General de la 

República—, otorga validez al acto, en este caso, a la ley delegatoria. En ese sentido, 

no podríamos iniciar la tramitación de la modificación actual del reglamento sin contar 

con dicha habilitación legal. El Estatuto de la Universidad de Chile se encuentra 

modificado y vigente, y cualquier cuestionamiento carece hoy de sustento, salvo que 

exista un pronunciamiento legal en contrario. 

Respecto a las consecuencias del dictamen de 2020, derivado de la presentación de 

senadores en 2018, este fue emitido el 3 de marzo de 2020. El 10 de marzo de 2022, 

fue expuesto en esta plenaria —pueden revisar el acta correspondiente—, y en la sesión 

siguiente, el 17 de marzo de 2022, se expusieron en detalle sus implicancias. Ese 

dictamen validó tanto la actuación del Senado como la de la Rectoría. 

Para cerrar, Vicepresidente, Rectora, quisiera hacer una referencia histórica desde mi 

experiencia como asesor. Entre 2006 y 2022, el Senado Universitario adoptó más de 

2.841 acuerdos. Entre 2014 y 2022, se adoptaron 1.010 acuerdos, de los cuales 531 se 

refieren exclusivamente a la atribución normativa establecida en el artículo 25 letra A 

del Estatuto. 

Este ejercicio normativo —la potestad reglamentaria del Senado Universitario— ha 

dado lugar a la vigencia de 15 reglamentos. Algunos de ellos han sido especialmente 

complejos y este en particular ha sido uno de ellos, pero también está el Reglamento de 

Remuneraciones, que comenzó con una comisión tripartita entre el Consejo 

Universitario, el Senado y la Rectoría en 2012, fue presentado en 2014 y aprobado 

recién en 2018, entrando en vigencia en 2022 tras un proceso participativo con más de 

500 indicaciones de las Facultades y 50 indicaciones generales. 

Otro ejemplo es el Reglamento de Presupuesto, que comenzó a regir en 2014 y fue 

modificado para adecuarse a las prácticas universitarias y a los requisitos de la 

Contraloría General de la República. Esta modificación también fue tramitada por el 

Senado Universitario, con participación de otros órganos a través de una comisión 

tripartita. 

Lo que vemos aquí es que, si bien la atribución estatutaria de aprobar reglamentos 

corresponde al Senado Universitario, la participación de los demás órganos de la 

comunidad ha sido siempre fundamental. 

 

Directora Jurídica, profesora Liliana Galdámez: Creo que es importante traer 

también una cuota de orden institucional. Entiendo que hay una impugnación al DFL 

N.º 17, que es el que permite o tramita la reforma a los estatutos de la Universidad. 

Jurídicamente, si hay control de legalidad interno y control de legalidad general, 

debemos tener en cuenta que, cuando se modificaron los estatutos de todas las 

universidades —particularmente los de la Universidad de Chile— se dictaron tres 

decretos distintos, y la Contraloría General de la República controló la legalidad de 

cada uno de ellos: el DFL N.º 17, el N.º 12 y, si no me equivoco, el N.º10. El DFL N.º 

17 es el que corresponde a la reforma del artículo 36.  

Y aquí quiero recordar un principio básico del derecho, que me encanta, y que está en 

el Código Civil de don Andrés Bello: la buena fe se presume. Es una norma elemental, 

básica, de convivencia, que permite comprender el derecho y las instituciones. En este 

caso, con controles de legalidad de la Contraloría General de la República y de la 

Contraloría Universitaria. No se trató de un paquete de cinco refuerzos aprobados en 

conjunto, sin revisión. No, cada uno tiene un decreto propio, con sus respectivos 

antecedentes y su tramitación. Solo puedo entender que se ha actuado de conformidad 

con el derecho.  

Por tanto, si existe una opinión contraria, la carga de la prueba recae en quienes 
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impugnan la legalidad de estos actos. Creo que existen espacios específicos para ello, 

y que son muy interesantes de activar, porque de otra manera es como afirmar que 

estamos hablando sobre una sucesión de ilegalidades, lo cual contradice un principio 

básico: la presunción de legalidad. Si fue controlado por la Contraloría Universitaria, 

si fue controlado por la Contraloría General de la República —estando en ese momento 

como contralora interina Dorothy Pérez—, y si la Universidad de Chile fue citada a 

explicar ante la Contraloría General, entonces corresponde asumir que hay legalidad.  

A la Contraloría, lo que le interesó fue el mecanismo de corresponsabilidad, porque ahí 

existían ciertas precisiones más bien de técnica legislativa, como lo explicábamos, 

considerando que no se trató propiamente de una reforma. Lo que dijimos, para poder 

mantener los estatutos de la Universidad de Chile, fue que el mecanismo de 

corresponsabilidad ya está contemplado en dichos estatutos, tanto para efectos del 

presupuesto como para la aprobación del PDI. Aquí están los reglamentos que lo 

autorizan. 

Insisto —y es muy importante para poder entendernos también jurídicamente en un 

espacio tan diverso, con distintas disciplinas— en que, acreditada esta serie sucesiva de 

actos con sus respectivos controles, la carga de la prueba corresponde a quienes 

sostienen que aquí se han cometido ilegalidades. 

De lo contrario, no podemos conversar. Es como decir que la Constitución de 1980 no 

me gusta. Puede que a alguien no le guste, pero es la Constitución vigente y debo 

enseñarla a mis alumnos. No puedo decir: “no la voy a cumplir porque tiene vicios de 

origen”, como el golpe de Estado, la Comisión Constituyente, etc. Por eso, trataría de 

mantener la conversación en un marco razonable. Entiendo que hay mucha legitimidad 

—la reconozco— en cuestionar que las cosas se han hecho mal. Pero me parece que, 

desde el punto de vista del derecho y de los controles de legalidad, ninguno ha 

formulado reparo alguno a esta modificación. 

Perdón que me extienda, senador Hernández, colega. Respecto al cambio en la 

estructura de la universidad, he estudiado el tema porque me parece interesante. 

Siempre entendiendo que el mandato del artículo 36 es: váyase por el 25 letra a). Es 

decir, mediante potestad reglamentaria del Senado Universitario. Y cuando se ha 

tratado de otros temas, como bien me recordaba el abogado Gustavo Fuentes, por 

ejemplo, el reglamento de la Defensoría —me parece que es la opinión del Consejo—, 

expresamente debe emanar del Senado Universitario y luego se solicita la opinión del 

Consejo Universitario. Es el único caso, además, y es muy reciente. 

Pero en lo que se refiere a la estructura orgánica, no existe en el derecho chileno una 

definición explícita de qué es una “estructura orgánica”. La he buscado, y no la he 

encontrado. ¿Qué es una estructura orgánica? Lo más parecido que encontré fue en la 

Ley de Bases de la Administración del Estado y en el Estatuto Administrativo. Encontré 

dos elementos que podrían considerarse característicos de una estructura orgánica 

general: la jerarquía del órgano y las funciones del órgano. 

Puedo leerlo, puedo citarlo: el artículo 31 del Estatuto Administrativo. Entre otras 

normas, habla precisamente de jerarquía entre órganos y de atribuciones. Podríamos 

decir que esos son [estos], genéricamente, los elementos propios de una estructura 

orgánica.  

Además, si uno consulta la RAE, encontrará que la definición de “orgánico” y 

“estructura” remite a la idea de orden, disposición de los elementos, y también de 

competencias: de qué están hechos y qué pueden hacer. Esos son los dos elementos que 

encontré. 

En tercer lugar —y este puede ser el punto más importante de esta discusión—, el 

artículo 36 ya fue modificado. Existe una integración distinta de los consejos, definida 
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por el estatuto, que incorpora con derecho a voto a estudiantes y funcionarios. Lo que 

ahora corresponde es que los reglamentos definan cuál será esa proporción.  

Eso es lo que he encontrado sobre el concepto de estructura. Se trata de un concepto no 

jurídico, además, un concepto indeterminado, sobre el que podríamos sentarnos a 

discutir largamente sus componentes. 

 

Abogado Molina: Yo quería comentar lo que ha dicho el senador Gabriel Hernández 

en relación con la atribución que puntualmente señala el artículo 36 del Estatuto, 

específicamente su inciso sexto, que se refiere efectivamente a las elecciones de los 

Consejeros de Facultad. Pero creo que hay que mirar el estatuto en su conjunto. El 

Estatuto de la Universidad es una norma compleja, un texto difícil de interpretar, en 

parte porque contiene también disposiciones que han quedado rezagadas de épocas 

anteriores. Sin embargo, debe leerse de forma sistemática. La referencia al reglamento 

de Facultades no se encuentra solo en el artículo 36; también está en los artículos 37, 

38, 39 (inciso final), 40 (inciso final) y 44. Y si uno revisa nítidamente el artículo 38 

—senador Hernández—, verá que dice claramente que un reglamento debe resolver la 

organización del Consejo de Facultad. Entonces, si se lee el conjunto de normas de ese 

capítulo que hacen referencia a qué materias son de reglamento, y, por tanto, qué 

reglamentos están aludidos en el Estatuto, se entiende que todo el contenido del 

Reglamento General de Facultades es pertinente. Y así fue como se analizó.  

Lo invito a revisar el acta del Senado de cuando este se instaló, porque estas 

conversaciones se dieron en ese momento, en 2006. Esa interpretación está asentada y 

ha sido respaldada, en primer lugar, por un reglamento que se aprobó el 2009, así como 

por seis modificaciones posteriores que pasaron por diversos controles de legalidad. 

Por tanto, todo lo que tiene que ver con la organización y funcionamiento de las 

Facultades es materia del Reglamento General de Facultades, que es competencia del 

Senado Universitario. Así ha sido la práctica: una práctica uniforme, coherente y 

respaldada por las instancias contraloras. 

Por otra parte, siempre se ha distinguido entre lo que es la atribución de aprobar la 

creación o modificación de una estructura, y lo que corresponde a la reglamentación de 

esa estructura. Los ejemplos que se han planteado aquí son ilustrativos: cuando se ha 

creado una Facultad o un Instituto. 

Y si bien alguien podría sostener que ha habido un error histórico en la interpretación 

del Estatuto, no creo que ese sea el caso. Pero bueno, alguien podría argumentarlo. Aun 

así, si uno revisa todos los acuerdos del Consejo Universitario y del Senado 

Universitario desde 1990 a la fecha, podrá verificar que, cuando se menciona la 

aprobación de estructuras, se está haciendo referencia a la creación de un 

Departamento, de una Escuela; o bien, cuando se trata de estructuras generales, a una 

Facultad, un Instituto, etc. No se refiere a los reglamentos de esas estructuras. Esa 

distinción es nítida. Bastaría con encargarle a un estudiante en práctica —a un pasante, 

digamos— que analice todos los acuerdos del Consejo y del Senado desde 1990 hasta 

hoy, y quedará claro que, cuando una autoridad universitaria adopta un acuerdo sobre 

estructura, se refiere a la creación, supresión o modificación de un Departamento, una 

Escuela, una Facultad, un Instituto, un Centro, etc. 

Y eso es algo muy distinto a la reglamentación de esa estructura, que está contenida en 

el Reglamento General de Facultades o en el Reglamento General de Institutos, 

básicamente. 

 

Senador Köbrich: Como es tradición, ofreceremos la palabra primero a los senadores 

que no han tenido la posibilidad de expresarse, luego a nuestros/as invitados/as, y 
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posteriormente a otros senadores y senadoras. El senador Micco planteó una pregunta, 

pero no se encuentra presente en este momento; la haremos más adelante. Entonces, si 

él regresa, podrá plantearla directamente; de lo contrario, la leeremos desde el chat. 

 

Senadora Chávez: Yo estoy preocupada, muy preocupada, porque formé parte de esta 

comisión. Fue una comisión enorme, gigantesca. Por participar activamente en ella, 

dejé de integrarme en otra comisión muy relevante: la de Estructuras y Unidades 

Académicas, donde se está discutiendo el reglamento de Campus y donde, además, se 

está intentando rematar el tema del patrimonio. 

Tuvimos dos plenarias —es decir, utilizamos el horario de dos plenarias completas— 

para seguir trabajando en esto. Por eso encuentro incomprensible que aún se siga 

cuestionando la viabilidad de todo este proceso. No me parece solo absurdo; creo que 

hay aquí un problema de orden moral. 

Y seguimos perdiendo tiempo. Para mí, esto ya es una pérdida de tiempo. Que hoy esté 

presente un equipo importante de abogados tratando de argumentar algo que ha sido 

tan claro desde ese jueves de noviembre, en que partimos con todo este trabajo, me 

parece inaceptable. 

Entonces, si se quiere ser sincero, que se diga: no creemos en la triestamentalidad. 

Queremos que solo tengan voto —porque voz ya tienen en otras instancias— los 

profesores. Pero alargar esta discusión de esta manera, sinceramente, me parece que ya 

entra en el plano de lo moral. 

 

Senador Rojas: Yo, la verdad, trato de comprender a quienes tienen objeciones 

respecto de este proceso. Y creo que, quizás, desde un punto de vista académico, entrar 

en el detalle de ciertos actos jurídicos —que, por lo demás, desconozco porque no soy 

abogado— puede tener alguna relevancia académica. Sin embargo, para los efectos de 

lo que estamos discutiendo en este Senado, me parece que el relato presentado por las 

distintas instancias jurídicas de la universidad —la Directora Jurídica, los abogados 

Molina y Fuentes—, sumado a lo expresado por la Rectora, ha sido, sinceramente, 

bastante claro, comprensible y sumamente coherente. 

Como alguien que no proviene del área jurídica, me queda absolutamente claro que este 

Senado Universitario ha actuado dentro de marcos jurídicos de legalidad. Por lo tanto, 

creo que resulta sumamente inconveniente seguir debatiendo sobre este punto, porque, 

desde mi perspectiva, insistir en ello solo genera una sensación de falta de credibilidad 

respecto de los actos y funciones que ejerce este cuerpo colegiado. 

El relato jurídico que se ha presentado me parece coherente y, en lo personal, me deja 

muy tranquilo. Creo que ya es hora de que avancemos en lo que realmente nos 

corresponde hacer. Me gustaría que comenzáramos a abordar los temas pendientes, 

como si corresponde establecer un tope o no al quórum. Creo que en ese punto sí 

podemos escucharnos, dialogar y llegar a acuerdos, de modo que el reglamento que 

estamos construyendo efectivamente contribuya a una mayor participación y 

democracia en la universidad. 

Por eso, invito a que avancemos. No podemos seguir dando más vueltas sobre este 

asunto. Estamos entrando en un lenguaje técnico que, honestamente, no sé si todos 

comprenden. Pero, desde una lógica de coherencia y consistencia, el relato jurídico que 

hemos recibido me parece plenamente convincente e insisto en que pasemos ya a la 

siguiente etapa. 

 

Senador Guiliani: A veces uno siente que una parte de la plenaria está excluida 

técnicamente del diálogo que se ha intentado llevar. Un espacio donde los 36 miembros 
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de esta plenaria no están dotados, en igualdad de condiciones, para pensar 

colectivamente la Universidad y eso tiene que ver con el relato, con el discurso de 

ilegalidad que se está promoviendo acá, en esta misma plenaria, pero también en 

espacios externos de la Universidad de Chile. 

Yo estuve presente en el año 2013, cuando por primera vez se presentó una denuncia 

ante la Contraloría General de la República respecto de la ponderación del voto. En ese 

momento estuve con la senadora Maricruz Gómez de la Torre, a quien la semana pasada 

apoyé reconociendo su excelente trabajo, aunque en esa ocasión ella y yo no 

compartíamos la misma postura. Mi colega respaldaba que la ponderación no existiera; 

yo, en cambio, no rechazaba la ponderación como tal, sino el objetivo político que se 

le intentaba asignar en ese momento. 

Algunos colegas de ciertas Facultades —voy a nombrar dos: Derecho y Medicina—, 

que no tienen jornada completa, que tienen otras labores, querían mantener su jornada 

parcial, de ocho horas, pero querían tener un voto completo y la mayoría del Senado 

opinamos que no: que quienes tienen 44 horas deben tener un valor de voto igual a 1; 

los que tienen 22 horas, un valor de 0,5; y quienes tienen 6, 5 o 7 horas, deben tener un 

octavo, porque la dedicación a la institución no es la misma. Por lo tanto, la ponderación 

del voto era razonable. No estábamos en la misma vereda con la ex senadora Maricruz 

Gómez de la Torre. Pero jamás el diálogo en la plenaria del Senado de ese entonces 

llegó al nivel de intensidad y de desacreditación del otro o de la otra que hemos vivido 

acá. Eso quiero dejarlo planteado, anotado en acta, porque me parece que hemos llegado 

a un nivel de maltrato entre nosotros y nosotras que no es aceptable para la Universidad 

de Chile.  

Por otra parte, como decía la senadora Chávez, uno tiene derecho —y yo, feliz de 

dialogar con colegas que no comparten el resultado de lo que algunos llaman el 

50/25/25—, pero el resultado real fue 75/12,5/12,5, porque sigue apareciendo en la 

prensa el "50%", y eso constituye desinformación a nivel nacional respecto de lo que 

realmente está ocurriendo dentro de la Universidad de Chile.  

Podemos pensar distinto, podemos ganar o perder una elección en la plenaria, pero 

nuestro deber, como senadores y senadoras, es informar correctamente a nuestra 

comunidad y al país, y eso no se está haciendo. 

Eso es lo que más me duele, porque además creo que cuestionar desde lo legal —como 

se hizo con el voto ponderado—, poner en duda la legalidad de lo acordado y asumir el 

riesgo de hacer temblar las bases jurídicas de nuestra universidad no es justo para la 

institución y es aún menos justo hacerlo públicamente, fuera de la universidad. 

Por eso, comparto plenamente lo dicho por nuestra Directora Jurídica, que quienes 

piensan eso, vayan afuera, a los órganos institucionales que correspondan y veamos si 

ganan o pierden. Pero si pierden, yo les solicito a los colegas que escribieron en la 

prensa, todo lo que han escrito hasta ahora, que han hablado del "50%" que no es real, 

que han planteado la supuesta ilegalidad del proceso, que tengan la valentía de escribir 

nuevas columnas, tanto en la prensa como dentro de la Universidad de Chile, para decir: 

“Lamentamos, pero nos equivocamos.” 

 

Senador Pancani: Más o menos en la misma línea de lo planteado por mis colegas, 

quiero partir agradeciendo a la Mesa y a la Rectoría por hacer posible esta reunión. Si 

bien consideraba que era innecesaria y que nos alejaba del trabajo sustantivo que 

veníamos realizando, quiero mirar el lado positivo de esta instancia.  

La contundencia de los argumentos expuestos por los abogados y por la Directora 

Jurídica me lleva a pensar que esta reunión, en efecto, ha sido un acierto, porque de 

alguna manera refuerza nuestras convicciones, fortalece el respaldo al proceso en el que 
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estamos involucrados y, ojalá, nos motive a involucrarnos aún más activamente en la 

discusión de fondo. 

Lo importante es que discutamos sobre los contenidos, y no sobre interpretaciones 

jurídicas que ya han sido suficientemente abordadas. 

Por eso, mi invitación es clara: me parece que esta pausa, esta semana de reflexión, ha 

sido suficiente. Invito a que retomemos la próxima semana la discusión del artículo 12, 

que avancemos en su resolución y que busquemos mecanismos para perfeccionar lo 

que está por venir. Ojalá podamos hacerlo sin desviarnos ni salirnos de los marcos ya 

definidos, de modo que la discusión continúe de manera ordenada, sustantiva y con 

propósito. 

Y, por último —parece que hoy estoy en un ánimo particularmente positivo—, creo que 

al menos el clima de esta sesión es mejor que el de la semana pasada. Y eso, sin duda, 

ya es un avance. 

 

Senador Calandra: Buenas tardes, especialmente al abogado Molina. Mándale 

saludos a tu señora, que fue mi colega de trabajo y no la veo hace años.  

 

Abogado Molina: Con gusto senador Calandra. 

 

Senador Calandra: Y un saludo a todo el equipo jurídico y al Senado. Yo no soy 

abogado, pero me encanta la ley, me encantan estos temas. Sin embargo, hay algo que 

no logro visualizar. Fui parte de esta comisión y también de la comisión del Campus 

Juan Gómez Millas. En el Campus Juan Gómez Millas abordamos el tema de la 

participación de funcionarios y estudiantes y no hubo ningún problema. Llamé a mis 

colegas a votar a favor, y lo aprobamos. 

Ahora hay algunas modificaciones. Durante las ocho o nueve semanas que trabajamos 

en la Comisión sobre este voto, se zanjó el tema de la participación de estudiantes y 

funcionarios. No veo el concepto de "triestamentalidad", no es eso lo que se está 

discutiendo. El problema surgió cuando, en la mesa, asumimos que actuábamos de 

buena fe, pero al llegar a la plenaria, alguien nos dice: "Ah, pero es que el Consejo 

Universitario no aprobó esto". El Consejo Universitario simplemente emitió una 

opinión; no lo aprobó ni lo rechazó y de ahí viene todo este enredo. Se aprobó que el 

25% de los consejeros electos sean estudiantes, y otro 25% funcionarios, sumado al 

75% de académicos del Departamento.  

Después de toda esta discusión sobre números y decretos, mi pregunta es: ¿Es legal que 

esto provenga únicamente de Rectoría, sin que el Consejo Universitario haya 

manifestado su opinión a favor o en contra? Esa es la respuesta que quiero, no tanto 

decretos. 

 

Senador Köbrich: Voy a leer directamente la pregunta del senador Micco. Él dice: 

"En el futuro, un tercio de senadores y senadoras podría proponer que cuatro quintos 

de las consejeras de libre elección sean académicas, personal de colaboración o 

estudiantes. Y, de ser aprobada la moción por mayoría simple del Senado, ¿Se daría 

por aprobada sin contar con el visto bueno de Rectoría y el Consejo Universitario?" 

¿Se entiende? Lo que plantea es que, en el futuro, senadoras y senadores podrían 

proponer proporciones distintas —por ejemplo, 4/15, 100% sean de un estamento y de 

aprobarse esa moción con la simple mayoría de la plenaria ¿Sería válida sin requerir el 

visto bueno ni de Rectoría ni del Consejo Universitario? Es decir, el mismo porcentaje, 

podría llegar y cambiarse. Esa es la pregunta. 
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Y antes de seguir, la frase más repetida hoy debe ser: "No soy abogado". Me sumo a 

eso. Cuando entré, estaba convencido de que esto estaba bien, pero confieso que la 

senadora Camacho me hizo dudar, presentó una serie de antecedentes que me hicieron 

cuestionarlo. Sin embargo, la respuesta de la Directora Jurídica me quitó todas mis  

dudas. Cuando ella dice que se presume de buena fe y de legalidad, entendí que todos 

hemos trabajado bajo esos principios y con eso, perdí toda duda. Estoy convencido de 

que estamos haciendo lo correcto. 

Sigo creyendo que no hay un cambio en la estructura orgánica. Cuando se crearon las 

nuevas Facultades, ingresaron dos nuevos integrantes al Consejo Universitario: no 

estaban antes. Uno era Decano de una ciencia distinta, y el otro también ¿Cambió la 

estructura orgánica del Consejo Universitario? No. Cambió el número, pero no la 

estructura. La estructura orgánica no está definida por la calidad de las personas ni por 

quiénes lo integran. Porque si fuera así, cada vez que cambia el Consejo de Facultad, 

tendríamos que cambiar la estructura orgánica y eso no tiene sentido. Entonces, cuando 

se insiste en que esto implica un cambio en la estructura orgánica, ya no me convence. 

No estoy de acuerdo con esa interpretación. 

Por lo tanto, comparto lo que han dicho la senadora Chávez y la senadora Canales y 

sugiero que sigamos adelante y dejemos este tema atrás y que quienes no quieran 

hacerlo, sigan otros caminos. 

 

Senador Hernández: Agradezco que haya manifestado que este punto le generó dudas 

en algún momento, lo que indica que no existe una interpretación completamente clara, 

al parecer. Yo sí tengo clara la interpretación que a mi modo de ver es la correcta. 

Estamos frente a una cuestión jurídica que debemos dilucidar, y en eso hemos estado 

trabajando. Si esto fuera tan evidente, no estaríamos hoy discutiendo entre distintos 

abogados. Ahora bien, quienes no somos abogados —todos nosotros—, así como yo 

debo hacer un esfuerzo para comprender otras materias que habitualmente tratamos, 

también debemos hacer un esfuerzo por entender que estamos ante un problema jurídico 

de gran relevancia. 

Resulta sorprendente que se diga que ahora sí hay claridad sobre el asunto jurídico, 

cuando antes se consideraba un tema críptico, incluso misterioso. En circunstancias, 

que es fundamental. La ley hay que respetarla, la Directora Jurídica ha dicho que 

debemos respetar la Constitución. Por supuesto, pero también la ley. Cuando fui 

presidente de la comisión, señalé reiteradamente que existe una ley —la Ley de la 

Universidad de Chile— que, en su artículo 36, establece que entre los nuevos consejeros 

de los Consejos de Facultad deben estar los estudiantes y el personal de colaboración. 

Eso lo repetí muchas veces, no está puesto en duda. Hay personas que siguen 

discutiendo sobre si estamos cuestionando la triestamentalidad. Insisto: la ley lo 

establece, y nosotros estamos actuando conforme a esa ley. Por lo tanto, ese argumento 

no debería volver a surgir. 

Ahora bien, otra cosa son las consideraciones que ha planteado la senadora Camacho, 

quien es la experta en derecho administrativo entre todas las personas que han 

intervenido.  

Siguiendo lo que mencionaba el abogado Molina, insisto en que este es un tema 

de estructura orgánica. Si uno entra al sitio web de la Universidad y pincha en 

“estructura orgánica”, verá que las facultades están incluidas como parte de ella. Por 

lo tanto, no hay discusión en ese punto. El artículo 38 que citó el abogado Molina se 

refiere a atribuciones y funciones, no a la integración de los Consejos de Facultad, y 

menos aún cuando se están incorporando nuevos integrantes. Además, hay que reiterar 

que el artículo 36 se remite al 25 a) solo respecto del proceso de elección, es cosa de 
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leerlo y está clarísimo. Y siguiendo la idea del abogada Molina, de que existe un 

conjunto normativo en el cual el artículo 38 no aplica, por lo que acabo de explicar, hay 

que considerar también todos los otros artículos que mencioné, que sí se refieren al 

cambio de estructura orgánica. 

Estoy de acuerdo en que debemos avanzar, naturalmente, pero este punto jurídico 

fundamental no puede quedar en vilo y como se había conversado, creo que deberíamos 

escuchar la opinión de expertos en derecho público de nuestra universidad. En muchos 

otros temas, este Senado ha escuchado a expertos ¿Por qué no hacerlo en este caso, que 

claramente es debatido? Hemos visto distintas interpretaciones jurídicas, por eso, si 

existe una inclinación preliminar a convocar a estos expertos, creo que deberíamos 

hacerlo ahora. Es fundamental resolver este asunto, porque si no, las dudas seguirán 

pendientes. 

 

Senador Llanquimán: No me voy a dar muchas vueltas con este tema, ni me voy a 

justificar diciendo que no soy abogado, porque leer no cuesta tanto, y aprender, uno 

siempre lo intenta. Partiendo por lo primero: en verdad, nunca he confiado en la buena 

fe. No soy amigo de ese concepto, porque en un órgano —aunque sea colegiado, como 

el Senado— se toman decisiones de política pública. Quien no entienda eso, quizás 

debería orientarse hacia otros espacios.  

Ahora bien, aunque no me gusta la propuesta conservadora que ganó, es la que 

finalmente se impuso y en ese sentido, apoyo lo que me dijo mi Decano en el Consejo 

de Facultad: nos pidió cerrar el tema. Y estoy de acuerdo: hay que terminarlo ya. 

La pasada de máquina ya fue, los tiempos fueron acotados, y en ese sentido, la 

Rectora ganó con lo que hizo. Y está bien. Jugó estratégicamente el juego y lo acepto 

como tal. 

Este punto es conflictivo, sí. Pero más allá de si uno es honesto o no con su opinión, 

creo que hay que intentar resolver las dos aristas del proceso jurídico de alguna manera. 

No estoy tan de acuerdo con que el punto planteado tenga relación con lo ocurrido en 

2022, porque yo estuve presente. Comprendo el contexto: el Rector de esa época no 

acusó recibo de la propuesta de reforma del voto y fue necesario enviar una solicitud 

formal. Escuché a la Rectora decir que ella sí acusaba recibo y que se haría cargo de la 

propuesta. 

Entonces, si vamos a hablar del tema, hagámoslo con honestidad: hubo un Rector que 

nos dejó este problema, pero finalmente la propuesta ya está aprobada. Terminemos lo 

que hay que discutir. Pediría que no se agreguen más propuestas. Si quienes dicen que 

quieren cerrar el tema lo dicen en serio, entonces discutamos lo que falta y, por favor, 

que se implemente el voto del Consejo de Facultad prontamente. 

 

Senador Köbrich: Senadora Camacho. Siempre he dado la palabra a quienes no han 

intervenido previamente. He tratado de ser lo más justo posible y hoy no ha sido la 

excepción. 

 

Senadora Camacho: Sí, yo quería anotar algunas cosas. Creo que, cuando hablamos 

entre personas del ámbito jurídico, sabemos también a qué reglas nos estamos 

refiriendo. Yo no estaba cuestionando la constitucionalidad de los decretos con fuerza 

de ley, ni que la Contraloría haya tomado razón de ellos, lo cual les otorga presunción 

de legalidad. 

Lo que señalé es que la ley habilitante, que es dictada por el Congreso, no está sujeta a 

toma de razón por parte de la Contraloría. Por lo tanto, no puede haber una 

representación sobre ella. Esa es la ley que luego ha permitido la toma de razón de 
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decretos que aprueban reformas estatutarias, en conformidad con esa habilitación 

general. Lo que hago es simplemente señalar aspectos que, a mi juicio, no se han hecho 

del todo bien. La Constitución establece una cosa, y la ley habilitante, en mi opinión, es 

contraria a la Constitución ¿Habrá que probarlo? Sí, pero el punto es que, cuando uno 

es asesor o asesora jurídica en una institución pública, su deber es prevenir los 

problemas antes de que ocurran. 

Y lo que nos ha traído hasta aquí es una serie de acuerdos del Senado Universitario que 

se han tomado prescindiendo del Consejo Universitario. Esto lo he dicho en plenarias 

anteriores: se está conformando un órgano suprapoderoso dentro de la Universidad. 

En el Senado estamos abordando reformas sin participación de otros órganos, sin 

información suficiente a la academia, y sin considerar si es necesaria una consulta para 

asegurar legitimidad. Eso es lo que me preocupa y eso es lo que nos tiene aquí hoy. 

¿Era o no necesaria la participación del Consejo Universitario? La reforma del artículo 

36 se tramitó en 2014. El Reglamento Interno del Senado Universitario establece que 

los acuerdos, una vez aprobados, serán obligatorios desde que Rectoría dicte el decreto 

respectivo. El decreto, señala nuevamente el reglamento interno, debe emitirse dentro 

de los 15 días hábiles desde su aprobación. Estamos hablando de un acuerdo de 2014 

que recién se aprobó en 2023, entonces, estos son señalamientos para que ustedes 

reflexionen. 

La pregunta es: ¿Era o no una reforma orgánica? Y era una reforma orgánica la 

propuesta de acuerdo de reforma del Artículo 36 y se prescindió y seguimos en el 

mismo curso. Hoy queremos reglamentar ese decreto con fuerza de ley que contiene la 

reforma, y nuevamente se prescinde del pronunciamiento del Consejo Universitario y 

me dicen que esto no es estructura. Les recuerdo que la Ley de Bases sí habla de las 

universidades en su artículo 32, donde establece que las Facultades, Institutos y 

Departamentos son estructuras de las universidades. 

Entonces, estamos modificando la integración de una estructura, que son las Facultades, 

que son órganos permanentes. No estamos modificando un consejo consultivo ni una 

comisión. No. Estamos modificando la integración de los Consejos de Facultad y eso, 

en mi opinión, requiere el pronunciamiento del Consejo Universitario. 

  

Senadora Fresno: Quisiera hacer tres puntos, pero de forma muy breve. 

Primero, yo tampoco soy abogado y no tengo una opinión jurídica, pero creo que, si se 

pueden hacer las cosas bien, hay que hacerlas bien. Eso permite despejar dudas y sentar 

precedentes —una palabra muy propia del ámbito jurídico— que demuestren que en 

esta universidad las cosas se hacen correctamente. 

Segundo, retomo lo que dijo recién el senador Hernández sobre consultar a expertos. 

Sabemos que, cuando hay cinco abogados, puede haber siete opiniones distintas, y eso 

es justamente lo que estamos viendo aquí.Algunos abogados están completamente 

seguros de una cosa, y otros, de lo contrario. Por eso, sugiero consultar a la Facultad de 

Derecho, que tiene un departamento específico para estos temas. Como se ha hecho en 

otras ocasiones, pidamos la opinión de expertos. 

Tercero, les rogaría a todos los senadores y específicamente a la senadora Chávez, que 

no adivinen lo que pienso. Me molestó profundamente que ella atribuyera palabras o 

ideas como si fueran verdades. Ella nunca me ha preguntado qué opino sobre la 

triestamentalidad del voto ni nada y lo da por hecho. Eso es una falta de respeto para 

mi inteligencia. 

 

Senador Aguilera: Bien implicada la conversación, por un lado.  

Cuando pienso que estoy entendiendo cuál es el punto central que estamos discutiendo, 
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[aparece] el pepito paga doble: me esconde la bolita y me presenta otra posibilidad. 

Entonces, a veces ha sido que el proceso no se llevó de la manera correcta; otras veces, 

que el Senado no tiene la atribución; otras, que el Consejo Universitario debió haber 

opinado. Y llegamos hoy día a escuchar que, finalmente, la ley del 2022 —que faculta 

al Presidente de la República para decretar las modificaciones a los estatutos 

universitarios— también tendría un problema desde el punto de vista jurídico. 

Y no me quiero imaginar, si entre siete abogados —como se ha dicho acá— hay 

diferencias, ¿Qué podría pasar si convocamos a un cuerpo colectivo de abogados con 

respecto a este tema? Lo central, a mi juicio, tiene que ver con una cuestión que creo 

que aquí se ha reiterado, y que a mí me quedó bastante clara: el conjunto de decisiones 

y actuaciones que se han realizado ha sido revisado, no solo por quienes las tomaron, 

sino también por los organismos controladores respectivos. Esa es una cuestión que, a 

mí, no me parece menor. Entonces, volver a discutir la legitimidad de esos procesos, 

volver a tratar de sembrar o instalar la idea de que no se hizo bien, lo que termina 

haciendo es poner en duda —y cuestionar— la labor controladora que ejercen, tanto a 

nivel interno como externo, los órganos encargados de validar los actos jurídicos y 

administrativos que se han ejecutado desde la Universidad de Chile. 

Siento que estamos en una suerte de callejón sin salida, porque creíamos que, en esta 

conversación y en la presentación detallada de todos los antecedentes —muchos de los 

cuales ya habían sido mencionados previamente— se abriría la posibilidad de sincerar 

el debate: de clarificar qué es lo que estamos realmente buscando y creo que aún no 

hemos llegado a ese momento. 

No voy a suponer intenciones, pero no me queda claro qué se busca con esta discusión 

permanente, que instala la duda sobre la legitimidad de lo actuado. Desde mi punto de 

vista, eso ya fue respondido y entiendo que, como todo acto administrativo, cuando 

llegue el momento, será nuevamente revisado por los organismos controladores, tanto 

internos como externos. Cuando se emita el decreto y se defina que los Consejos de 

Facultad funcionarán y se compondrán de determinada manera en adelante, vendrá otro 

momento de fiscalización —si se quiere usar ese término, aunque no sea estrictamente 

jurídico— del trabajo que hemos estado realizando.  

Entonces, no sé qué más podemos hacer, porque lo otro es caer en una parálisis y en 

una discusión puramente jurídica, sobre la base de interpretaciones que, por lo que 

estamos viendo, son irreconciliables. 

Lo que estoy escuchando de parte de la senadora Camacho y del senador Hernández es 

lo mismo que han venido planteando desde el primer día en que esta discusión se abrió 

en la plenaria; y siento que no hemos avanzado en nada para resolver esa disputa. Por 

eso, pido que la Mesa —y el conjunto del Senado— acuerden una forma de seguir 

avanzando, teniendo claro que existen los canales jurídicos y administrativos 

correspondientes para tramitar y, si fuese necesario, observar la legalidad y el contenido 

de los acuerdos que se vayan tomando. 

 

Senador Martínez: Agradezco a los señores abogados por la información entregada. 

Creo que lo que hemos escuchado en esta plenaria ha sido suficientemente aclarador 

respecto de la legalidad que podemos establecer como Universidad y como Senado. 

La senadora Camacho ha planteado una duda sobre si las leyes dilatorias habilitarían o 

no el decreto con fuerza de ley. Y, a mi juicio, esa es una cuestión que no puede ser 

resuelta en esta sede. Creo que eso debe discutirse en otra instancia: en el Parlamento 

y, eventualmente, en el Tribunal Constitucional. No nos corresponde pronunciarnos 

sobre ello desde aquí.  

Por otro lado, respecto de las objeciones sobre la oportunidad, la eventual caducidad de 
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errores, y las resoluciones que hemos tomado, considero que eso ya constituye una cosa 

juzgada. Así lo ha expresado nuestra Directora Jurídica, y así también lo ha planteado 

la Contraloría de la Universidad. Los senadores y senadoras, por supuesto, podrán 

presentar sus objeciones ante la Contraloría General de la República si lo estiman 

pertinente.  

Lo que más me preocupa en este momento es la imagen que estamos proyectando hacia 

nuestra comunidad universitaria: la de una instancia que toma decisiones que son 

compartidas por la gran mayoría de esta comunidad. La triestamentalidad —como ha 

sido expresada por la mayoría, sino por la totalidad de los senadores que integran esta 

instancia— representa una vocación transversal en la Universidad, es una necesidad 

institucional. Por lo tanto, esa urgencia, tanto de carácter político como institucional, 

debiera guiar nuestras discusiones y deberíamos enfocarnos en llevar adelante las 

decisiones que hemos venido tomando, asegurando su eficiencia. Definir los quórums, 

resolver aspectos aún pendientes, y avanzar en todo aquello que aún requiere 

conversación y acuerdos. 

Finalmente, invito a los miembros de este Senado y a toda la comunidad universitaria 

a que, si consideran necesario interponer recursos, lo hagan en las instancias 

correspondientes. Pero que no sigamos obstaculizando esta discusión en esta sede, 

donde nuestro deber es avanzar. 

 

Directora Jurídica, profesora Liliana Galdámez: Son tantas las preguntas y 

comentarios que, evidentemente, no puedo hacerme cargo, aunque quisiera, de cada 

uno de ellos, pero sí creo que es importante colocar las conversaciones en su lugar 

correcto.  

Lo que diré a continuación no es jurídico, sino que tiene que ver con el lugar que ocupa 

el debate. La Dirección Jurídica es el órgano que presta asesoría integral a la máxima 

autoridad, que dicta resoluciones, que asesora en un conjunto de materias, y que tiene, 

en ese sentido, una suerte de atribución delegada. Por lo tanto, asesora dentro del ámbito 

de sus competencias, de manera institucional. Cuando se afirma que deberíamos hacer 

las cosas mejor, o que las cosas se han hecho mal, me gustaría saber ¿Cuáles son los 

fundamentos de ese tipo de afirmaciones? ¿En base a qué se puede decir eso? Me 

gustaría saberlo, porque quizás estamos llegando a caminos distintos, o a resultados que 

no son los esperados por una persona, o por un conjunto de personas que tienen un 

objetivo específico. El no hacer las cosas de una determinada manera no es lo mismo 

que hacerlas mal y esto se relaciona con lo que decía antes sobre la buena fe, sobre el 

principio de legalidad. Creo que es importante, en ese sentido, separar las 

conversaciones: lo jurídico, por un lado, y los temas de fondo, por otro. 

He visto —y aquí me saco un momento el sombrero de Directora Jurídica—, yo también 

fui senadora universitaria, y en general he visto las conversaciones transcurrir en un 

marco de diferencia, de no estar de acuerdo, por supuesto, pero también de respeto. Y 

en relación a los actos y a la legalidad, o no, de un procedimiento —que, como hemos 

intentado compartir con esta instancia, es exactamente el que se ha desarrollado durante 

todo este tiempo—, creo que es realmente importante separar los argumentos. 

El derecho se construye como se construye. Es decir, hay instancias específicas que 

pueden dilucidar ciertas preocupaciones. Ciertamente, el derecho, como toda obra 

humana, puede ser perfectible. Sí, pero sigue siendo una obra que requiere cuidado, 

especialmente en una institución como esta. Y ese cuidado va de la mano con el 

compromiso, y yo creo que aquí no hay nadie que no lo tenga: compromiso con el 

trabajo, con nuestros equipos, con nuestra comunidad universitaria, y con la 

Universidad como proyecto colectivo. Yo de eso no tengo ninguna duda. 
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Lo que hemos podido presentar hoy es, insisto, una recopilación histórica, una suerte 

de arqueología jurídica, de cómo han operado los reglamentos, y particularmente este, 

que quedó radicado en el Senado Universitario desde muy temprano, desde el año 2006, 

y que ha sido modificado en varias ocasiones, incluyendo el mismo artículo 12, tal cual. 

Y les voy a contar una cosa más, si me permiten. En el año 2009 se presentó un 

cuestionamiento, no estrictamente de legalidad, pero sí una objeción a una reforma del 

artículo 12, que en ese momento se refería al incremento de representantes académicos 

electos en los Consejos de Facultad. Se planteó que eso constituía un cambio de 

estructura, y así se dijo, y así se presentó. Y tengo que ser fiel a los precedentes. En ese 

entonces, el Director Jurídico, el profesor La Rosa, dijo: “ciertas normas del 

reglamento de Facultades, dictado por el Senado Universitario, desde la letra 1 hasta 

el artículo transitorio, no están bien; por ejemplo, el aumento de representantes 

académicos electos en los Consejos de Facultad, esto es un cambio estructural”. 

Y entonces, se intentó hacer afecto el reglamento, y se envió a la Contraloría General 

de la República, buscando, creo yo, una resolución sana, una forma de zanjar la 

controversia. 

Y la Contraloría General lo devolvió diciendo: “no es afecto, es exento”, es decir, “yo 

no voy a controlar la legalidad, porque esto forma parte de la potestad reglamentaria, 

de la autonomía universitaria”. 

Y, aun así, no contentos con esa respuesta —porque existen salidas jurídicas, siempre, 

si uno quiere impugnar, revisar, volver a evaluar—, se envió a la Contraloría 

Universitaria con un informe del Director Jurídico de la época. Se argumentó, 

nuevamente, que ciertas normas —incluido el artículo 12— cambiaban la estructura 

orgánica general de la Universidad y la respuesta del Contralor Universitario de 

entonces, el profesor Zapata, fue muy críptica, pero clara. Dijo, “Si el Senado ve el 

reglamento orgánico de la Universidad, y lo redacta, entonces el Senado puede dictar 

el reglamento general de Facultades”, y puso el sello. Es la historia. 

A mí me gusta la historia y esto es un referente y me parece muy interesante, porque 

fue exactamente la misma controversia: el artículo 12 y me atrevería a pensar que 

siempre fue tan complejo este punto, que cuando se aprobó la reforma del artículo 36, 

en la cohorte de 2014, se evitó precisamente fijar este punto en la reforma, por lo 

compleja que sabían que iba a ser la discusión. Bueno, ahora lo estamos viendo. 

Eso quería compartirles, está todo escrito, en la historia jurídica de esta Universidad. 

 

Rectora, profesora Rosa Devés: Muchas gracias, lo primero es, creo, que cumplimos 

con decir que íbamos a relatar, a hacer esta descripción de lo que había pasado 

históricamente respecto de estos temas, ustedes van a tener ahora el documento. Hay 

algo que no mostramos, pero que está incluido, que es la historia de ciertos reglamentos 

con más detalle, que habrían alargado mucho la presentación, pero que se encuentran 

en el PPT que van a recibir y que pueden consultar con calma. 

El tema que vamos a tener que pensar, como una tarea para la casa, es cómo vamos a 

seguir trabajando. Porque lo que queremos lograr es una representación triestamental, 

de los tres estamentos, con funciones claras, con una composición en partes iguales, o 

lo más cercana posible, en fin. Para eso necesitamos preguntarnos por qué queremos la 

voz de estudiantes y funcionarios en los Consejos de Facultad; por qué queremos que 

participen en decisiones importantes; y cómo llegamos a la mejor forma de 

representación posible para todos los consejos, considerando sus distintos tamaños, y 

buscando establecer reglas generales que cautelen aquello que ya hemos votado, como 

proporciones adecuadas. Porque a veces, dependiendo del tamaño, si el Consejo es 

extremadamente pequeño, pueden producirse problemas de distorsión en los que no se 
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cumple el 50-25-25, por ejemplo. Esas son cosas que tenemos que mirar con más 

detalle, revisar con cuidado, para asegurarnos de que el modelo sea funcional y justo. 

Pero si ahora, luego del trabajo de cuatro meses, surge como una objeción nueva —o 

un resquicio— la ley delegatoria, como fue expuesto por el decano Ruiz-Tagle en El 

Mercurio, o esta idea de que todo tiene que volver atrás, porque se trataría de un cambio 

en la estructura orgánica, entonces no vamos a poder avanzar hacia ese objetivo común 

que nos hemos propuesto. 

Puede haber conversaciones entre el Consejo y el Senado, creo que sí, puede haberlas, 

pero no en estas condiciones, ese el problema. Cuando desconocemos la base del 

trabajo, ¿de qué vamos a conversar? Entonces creo que tenemos que encontrar un 

camino que requiere respeto, confianza, una serie de cosas que tenemos que superar. 

Tenemos que ser ultra transparentes con la información. En una columna de ayer, que 

tenía mucho de interesante, partía diciendo dos cosas. Una, que se elegiría el 50% de 

una parte de un cuerpo. Uno se pregunta ¿qué puede entender un lector o lectora al 

respecto?, ¿qué significa calcular el 50% de una parte? Es decir, estamos hablando de 

una forma que no es transparente, hay que evitar eso. Bien, el Senado Universitario es 

efectivamente triestamental, pero el 75% es académico, y eso es justamente lo que 

hemos votado. Entonces sobre estos términos no nos vamos a poner de acuerdo.  

Hay ciertas decisiones, ciertos acuerdos fundamentales, que tenemos que tomar, y si 

decidimos informar públicamente, o salir en los diarios, hagámoslo con claridad. 

Porque es muy difícil para la comunidad comprender estas discusiones si se presentan 

de manera parcial o confusa, y aunque se hayan mostrado los gráficos en El Mercurio, 

eso no sirvió de nada, porque con eso seguimos confundiendo. A mí me llaman, me 

dicen ¿por qué no corriges? [Pero,] ¿qué más voy a decir? Si ya lo hemos dicho tantas 

veces. Di una larga entrevista el sábado, ha habido reportajes donde mostramos los 

porcentajes correctos, donde se mostraron los gráficos, incluso distribuidos por el 

propio Senado Universitario, y, sin embargo, se sigue hablando del 50%, y desde ahí 

no podemos trabajar. 

Tenemos que ponernos de acuerdo en la base, si faltaron conversaciones con el Consejo, 

hagámoslas, pero que sean conversaciones reales, serias, comprometidas. Que nos 

lleven a ajustar lo necesario, a mejorar lo que se pueda mejorar, pero no de esta manera, 

porque así no tiene ningún destino hacerlo en conjunto, lo que ocurrirá será que se 

sentarán los que están en la mesa, se votará, se aprobará, se impugnará, la Contraloría 

volverá a decir lo mismo, y así sucesivamente, sin resolver el fondo. 

Por eso creo que debemos asumir más responsabilidad y pensar, cada uno, cómo 

resolvemos esto. No he querido intervenir más en esta conversación, porque era 

informativa, porque era de escucha. Pero lo primero que tenemos que acordar es que la 

cancha en la que estamos conversando, la mesa misma, es una mesa válida, donde hay 

respeto, y donde reconocemos la trayectoria y la institucionalidad. Aquí hay dos 

abogados del Senado Universitario, a quienes les debemos casi todos los reglamentos 

que tenemos, casi todos, y si ahora decimos que necesitamos expertos para revisar si lo 

que se ha hecho durante todos esos años está bien o está mal, entonces, ¿cómo vamos 

a conversar? Yo creo que hay que pensar, hay que encontrar un camino común, hay que 

establecer una norma que nos represente a todos, que sea funcional, porque los Consejos 

son muy importantes. Y que no vaya a ser que las matemáticas nos engañen, porque 

cuando el Consejo es muy pequeño, entonces la regla cambia y hay cosas que pueden 

parecer pequeñas, pero que terminan siendo estructurales, y por eso debemos pensarlas 

bien. Siempre sobre una base de respeto, de resguardo de la Universidad, ojalá dentro 

de la Universidad misma. 

No saben cuántas veces me llaman para que intervenga más en los diarios, mucho. O 



28 

 

para que le pida a tal o cual decano que hable, muchas veces ¿Voy a hacer eso? ¿Voy a 

quebrar el Consejo Universitario, aunque haya un grupo —aunque sea pequeño— que 

esté en desacuerdo? ¿Voy a instigar ese quiebre? No, no lo voy a hacer, porque le hace 

mal a la Universidad de Chile. 

Entonces, creo que cada uno debe saber por qué hace lo que hace, si se entiende. Por lo 

contrario, ¿era necesario que yo respondiera en mi entrevista? Me lo he preguntado. 

¿Era necesario? A lo mejor sí, pero yo creo que no, porque no le hace bien a la 

Universidad, y creo que es aquí, en este espacio, donde debemos resolver las cosas. Por 

eso no hemos salido más. Algunos critican que hemos salido poco, pero yo creo que la 

Universidad se discute en la Universidad, con claridad. Yo participo activamente con 

otras universidades estatales en el marco del CUECH, permanentemente, y ahora se va 

a realizar un congreso sobre los nuevos estatutos, organizado por estudiantes de 

universidades estatales, y eso muestra que no estamos aislados. Nos guste o no, 

pertenecemos a ese sistema. 

A veces me dicen, “¿cómo te vas a comparar con tal universidad estatal? No 

corresponde, nosotros somos de otro nivel”. Pero no, no somos de otro nivel, estamos 

bajo la misma ley. Cada universidad en su región, tratando de hacerlo bien, de aportar 

al país, y yo no puedo sentir que esta Universidad necesita otra lógica.  

Así que, llamar a la conciencia. Vamos a buscar todas las disposiciones necesarias para 

que este proceso sea legal y legítimo. Legal sabemos que ya lo es, quizás falte alguna 

conversación más que nos deje tranquilos en el Consejo, pero, sobre todo, debemos 

estar atentos a los detalles, porque hay aspectos que muchas veces no se notan, que 

parecen menores, pero que son complejos, y que, por cierto, pueden mejorarse.  

 

Vicepresidente: Gracias Rectora, con esa intervención damos por cerrado el punto.  

Senador Lavandero, tenemos que cerrar en algún minuto, manifestarse no se lo voy a 

prohibir, pero… 

 

Senador Köbrich: Normalmente es la Rectora es quien cierra, pero si usted desea 

opinar – dirigiéndose al senador Lavandero – no tengo problema.  

 

El Senador retira la palabra.  

 

Vicepresidente: Ya hemos presentado los antecedentes que ustedes vieron, y las 

posiciones, y ya estamos. El dilema está más que claro, al centro de esta plenaria, 

nosotros vamos a resolver, como mesa, vamos a hacer una propuesta de cómo seguir 

con esto.  

 

Se cierra el punto. 

 

2. Presentación y votación sobre observaciones de la Contraloría Universitaria al 

Decreto de creación del Campus Juan Gómez Millas. (60 minutos) 

 

Vicepresidente: El siguiente punto es la presentación y votación sobre observaciones 

de la Contraloría Universitaria al decreto de creación del Campus Juan Gómez Millas, 

para ello el senador Castillo, presidente de la Comisión de Estructuras y Unidades 

Académicas hará una presentación.  

 

https://drive.google.com/file/d/1j02ByyRFJLmvPwnNyuulp8J0iq5y5XYl/view?usp=
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Senador Castillo: Bueno, el siguiente punto tiene que ver con este oficio enviado por 

la Contralora Universitaria, relativo al decreto de creación del Campus Juan Gómez 

Millas. En sus sucesivos puntos, plantea lo relativo a espacios dependientes de las 

unidades, afectos a una función común; en el siguiente, lo que tiene que ver con materia 

de contrataciones relativas a los espacios comunes; y el tercer punto, que tiene que ver 

justamente con el informe final de la comisión mixta, el que no se encontraba suscrito 

por los intervinientes respectivos. 

Frente a esto, nuestra Comisión ha abordado lo planteado por la Contraloría, y al 

respecto, podemos señalar que los puntos 2 y 3 del oficio enviado por Contraloría 

Universitaria no son resorte del Senado Universitario. Respectivamente, esto 

comprende la delegación de atribuciones en materia de contrataciones relativas a los 

espacios comunes, y que el informe final de la comisión mixta no se encuentra suscrito 

por los intervinientes respectivos, y que dicho antecedente deberá ser aprobado y 

transcrito en el correspondiente resuelvo del acto administrativo. 

En cuanto al punto 1 del oficio enviado por la Contraloría Universitaria, en relación a 

lo dispuesto en el artículo 5 del resuelvo 3, establece que el Consejo de Campus 

determinará qué espacios de la unidad estarán afectos a una función común. El Decreto 

Universitario 49, en 2013, Reglamento General de Campus, al regular el 

funcionamiento de dicho órgano en su párrafo segundo, artículo 8 y siguientes, no 

contempla dentro de sus funciones el efectuar dicha determinación. En consecuencia, 

no resulta procedente la delegación de esta atribución en los términos expuestos, en 

tanto las normas de organización y funcionamiento de un campus determinado 

excederían el marco regulatorio de una reglamentación de carácter general. 

Dentro de lo señalado por la Contraloría Universitaria, el acuerdo de la Comisión de 

Estructuras y Unidades Académicas es proponer el despacho inmediato de este asunto. 

Los cambios solicitados al texto del decreto son tres: dos frases y un título. Nuestra 

abogada, María Paz Marín, luego puede mostrar el detalle de esta información. 

Este acuerdo de la Comisión tuvo los votos a favor de las y los senadores Canales, 

Köbrich, Calandra, Mezquita, Chávez, y quien les habla, senador Castillo. Por su parte, 

el senador Llanquimán votó en contra, por las razones que desea exponer ante la 

plenaria. No hubo abstenciones. 

Por consiguiente, se solicita a la mesa que pueda otorgar la palabra al senador 

Llanquimán, para exponer la observación realizada en torno al punto 1 del oficio de 

Contraloría, específicamente lo atingente al Reglamento General de Campus.  

 

Senador Llanquimán: Un poco exponiendo el tema respectivo. En primera instancia, 

que se termine una solución a un problema que, para mí, es complejo. Esta situación se 

debe resolver con el plano del Campus en mano, mirándolo bien, algo que la comisión 

sí pudo hacer, que era mirar el plano y ver la situación en su amplio aspecto.  

¿A qué me refiero? El plano presentado para el territorio del Campus Juan Gómez 

Millas muestra su mayoría de Facultades y ciertas unidades, territorios de aquellas 

situaciones, y no parece un campus. Eso es lo es específico. Si ustedes miran los colores 

rojo, verde y naranja, que son los espacios comunes para el Campus Juan Gómez Millas, 

son reducidos. Son manchas en ciertos espacios en el plano. Eso quedó de manifiesto 

cuando se discutió en la Comisión y una solución, que se había visto justo en ese 

instante, era que se pudiese dar esa facultad al Consejo, para que el Campus mismo 

resolviese esa situación: definir bien claramente la problemática respecto al tema de los 

espacios de cada Facultad y, en específico, también los espacios comunes para el 
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Campus. Entonces, que se eliminase esa propuesta de solución que hizo la Comisión, a 

mí, por lo menos, me parece bien complejo.  

Después de aquello, ya saltando ese paso, en segunda instancia también, la definición 

no es clara. Buscando el Estatuto, no aparece explícito a quién le corresponde la 

infraestructura de la Universidad. Revisé lo que hace referencia a la Prorrectoría, y no 

lo dice. La única palabra que dice “infraestructura” en el Estatuto de nuestra 

Universidad es respecto al Consejo Universitario. No hay más palabras respecto a 

infraestructura en el Estatuto de la Universidad de Chile. No solo aquello, sino que, 

buscando en nuestras páginas externas y otras funciones de la Prorrectoría, tampoco 

encuentro nada asociado a nuestra infraestructura.  

Entonces, además de que el Campus Juan Gómez Millas perdiese la posibilidad de 

solucionar su problemática, manifestada por la Comisión, no queda claro quién va a 

resolver esa situación, pero el Campus no va a ser. 

 

Senador Castillo: Sí, un poco atendiendo lo que plantea el senador Llanquimán, y 

aprovechando que tenemos la presencia de la Directora Jurídica, si el Consejo de 

Campus no debe hacerse cargo de determinar lo relativo a las áreas de función común 

que dependen de las unidades académicas, la pregunta es, justamente, ¿quién tendrá esa 

responsabilidad? 

 

Directora Jurídica, profesora Liliana Galdámez: Para ser muy leal a mi posición, y 

con mi querida Contralora, que no está, nosotros no podemos interpretar a la 

Contraloría, pero puedo decir que yo he conversado, como converso muchas cosas con 

ella, sobre el alcance de esto. Y nosotros sostenemos la misma cuestión: la idea es que, 

eliminada esta competencia del Consejo, vuelve a la Rectora, que es su competencia, 

que forma parte de sus atribuciones. Y, una vez que vuelve a la rectoría, una 

modificación en ese orden pasa por la regla de la coordinación con las autoridades de 

las unidades que conforman el campus. Se activa ese mecanismo para abordar esa 

competencia. Se activaría, entendiendo que no tenemos atribuciones para interpretar a 

la Contraloría, pero puedo asegurar que es el sentido y alcance que hemos conversado. 

 

Senador Guiliani: Sí, yo tengo una pregunta. Porque uno de los puntos sensibles, 

cuando se mandó a Contraloría Interna, me parece, era la situación del Consejo de 

Vicedecanos en relación con el Consejo de Campus. Se quería saber cuál ha sido la 

respuesta, o si no hay ningún punto desde la Contraloría Interna sobre dicho tema.  

 

Senador Castillo: Respondiendo al senador Guiliani, no ha sido motivo de discusión, 

reparo u observación lo del Consejo de Vicedecanos. 

 

Senador Calandra: Quisiera responderle al senador Llanquimán. Este tema lo hemos 

discutido profundamente en la comisión. La comisión lo visualizó, lo discutió, y esto 

es —me van a disculpar el término— casi poner pelos en la sopa por el gusto de ponerlo. 

No es relevante, no es gravitante en este tema. Lo que dimos fue respuesta a la señora 

Contralora respecto a los términos en que nos indicó que estábamos equivocados o que 

teníamos un error de interpretación. Pero lo otro es ir sumando más espacio al concepto 

del campus. Ya fue zanjado este tema, y todo lo que estamos haciendo ahora es dar 

respuestas puntuales para que esto avance y salga, de una vez por todas, el Campus. 

 

Senador Llanquimán: Ahora sí, voy a usar la palabra como tal al respecto.  

Lo primero es que, como estudiante, no puedo permitir ni votar respecto al tema o 
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plantear una solución alterna que no sea factible de realizar, en el sentido de que, en 

este instante, existen dos posibilidades: Una, que como Senado, este lunes llegue una 

propuesta de reforma al Reglamento General de Campus que integrase aquel elemento, 

y se pudiese resolver este mismo jueves, y así resolver la problemática existente, pero 

solo abordando esa temática específica, dejando para más largo plazo todo el resto de 

situaciones que se deben revisar de ese mismo reglamento. 

O también la otra, la que propone el documento: eliminar los elementos que se 

manifiestan como observaciones, porque esa es la solución más rápida. Yo propondría 

que se pudiese revisar este jueves que viene el Reglamento, y dar un despacho 

inmediato, manifestando la problemática en ese punto, solo específicamente, que la 

Comisión acordó en su momento, porque no estoy pidiendo que se agregue algo externo 

o algo distinto, sino que se respete un acuerdo general de la Comisión, que fue dar esa 

facultad al Consejo de Campus. 

En específico, un campus —o lo que se buscaba hacer— pierde su esencia. Los decanos 

van a decidir respecto a la parte de estructura, finalmente coordinando con la Rectora, 

respecto al Campus. Veamos qué puede hacer el Consejo respecto al Campus. Veamos, 

revisemos, según yo, antes de decir cualquier cosa, con qué facultades queda el Consejo 

de Campus, porque la parte territorial ya no la tiene. Tiene la parte presupuestaria, cierto 

ítem específico. Entonces, ¿un Consejo para qué? —dejo la pregunta—. ¿Se va a 

permitir que el Consejo quede como algo simbólico, finalmente, en la estructura de un 

campus, o de verdad sirva como realmente estaba pensado? Que era una estructura para 

avanzar en la democracia, como muchas veces se dijo, tanto en la Comisión como en 

la Plenaria?  

 

Senador Köbrich: Estamos con un problema de quórum en estos momentos. No 

aparece el senador Martínez. Estamos con 18 senadores… Volvió el senador Martínez.  

 

Senadora Canales: Primero, creo que es importante no confundir los planos en los que 

estamos hoy. Hoy estamos hablando del decreto que crea el Campus Juan Gómez 

Millas. La propuesta de hacer cambios reglamentarios creo que es otro asunto, que no 

estamos viendo hoy. Eso tiene que ir en otra solicitud, y va a tomar otro tiempo. 

Creo que el Campus Juan Gómez Millas hoy requiere, con urgencia, crearse como tal 

para poder avanzar en cuestiones importantes. No se puede más seguir diciendo que 

"prontamente viene", porque todo el proceso presupuestario es algo que el Campus 

también tiene que asumir como tal, y hoy está de facto, y el Campus necesita avanzar. 

 

Es por eso por lo que la Comisión propone el despacho inmediato de esta propuesta que 

ya presentó el senador Castillo. 

 

Abogada Marín: La solución que se ha propuesto para reabrir el debate y dar respuesta 

a las observaciones formuladas por la Contraloría Interna consiste en suprimir dos 

frases específicas: una contenida en el artículo 5º y otra en el título del artículo 6º; 

además de eliminar un inciso del artículo 6º, el cual se refiere precisamente a la facultad 

de determinar los espacios de función común. Esta última disposición ha sido objetada 

por la Contraloría, en tanto dicha facultad no correspondería al Consejo de Campus, sin 

perjuicio de que el tema pueda ser discutido en otra sede o instancia pertinente. 

 

En virtud de lo anterior, procederé a compartir el documento respectivo junto con las 

frases que, en definitiva, se propone eliminar del decreto de creación. 
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La solución que se propone, en definitiva, para abordar las observaciones formuladas 

por la Contraloría Interna, consiste en suprimir las siguientes disposiciones del decreto 

de creación: 

 

En el artículo 5º, se eliminaría la frase: “lo que será determinado por el Consejo de 

Campus”. 

 

En el artículo 6º, se suprimiría la frase: “de la función común” del título, y se eliminaría 

el inciso final del mismo artículo. 

 

Estas modificaciones permitirían subsanar lo representado por Contraloría, en 

particular respecto de la facultad de determinación de los espacios comunes, que no 

correspondería al Consejo de Campus. Una vez introducidas estas correcciones, el texto 

podría continuar su tramitación conforme al procedimiento regular ante la Contraloría. 

 

Senador Lavandero: Me gustaría aclarar qué es función común.  

 

Abogada Marín: Los espacios de función común están definidos en el Reglamento 

General de Campus. Según esta normativa, se trata de espacios que, si bien han sido 

determinados como propios de determinadas unidades académicas o administrativas, 
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cumplen una función que beneficia o puede beneficiar al conjunto del campus. Por su 

naturaleza, estos espacios podrían ser destinados a una función común, es decir, pasar 

a ser de uso compartido entre distintas unidades o de acceso general. Ejemplos de estos 

espacios son los aularios, estacionamientos y casinos, que originalmente pertenecen a 

una unidad específica, pero que eventualmente podrían ser destinados al uso común del 

campus. 

 

Rectora, profesora Rosa Devés: Por eso es muy delicado. Es muy delicado que haya 

alguna facultad que se ponga de acuerdo en hacer un espacio común de otra. Es bien 

delicado. 

 

Senador Guiliani: Quería hacer una consulta, para saber si entendí bien lo que plantea 

la Contraloría Interna y si estamos cumpliendo con lo que se nos establece. Sacando lo 

que hay que sacar, la competencia vuelve a Rectoría, a nuestra Rectora. Pero, al 

recuperar las facultades que le corresponden, nuestra Rectora puede, dentro de esas 

facultades, delegar la resolución de ciertas situaciones. Al final, ¿eso es lo que ocurrirá 

desde el punto de vista operativo y jurídico? Eso no lo entendí bien.  

 

Directora Jurídica, profesora Liliana Galdámez: Lo que ocurre es que el 

Reglamento de Campus define estas cuestiones como no asignadas al Consejo de 

Campus. Esto se debe a que, de lo contrario, el Consejo podría tomar decisiones que 

eventualmente afecten a una facultad. Por ejemplo, podría considerar como común una 

función que no lo es. Por esta razón, lo que se plantea es que, eliminando esas letras, la 

competencia vuelve a la Rectora, no para que delegue esa función, sino para que, en 

caso de que exista un cambio en la creación o modificación, dicha modificación deba 

realizarse con las autoridades del campus. 

Esto es lo que significa que sale de la competencia del Consejo y vuelve a la 

competencia de la Rectora, quien no actúa sola para reformar ese campus, sino que debe 

hacerlo con las autoridades correspondientes. Ella, o el rector, no tiene facultades 

autónomas para decidir en estas materias, ya que son decisiones que deben definirse en 

conjunto con las unidades. 

 

Senador Köbrich: Senadoras, senadores, les recuerdo que la pregunta que debemos 

responder ahora es si esto lo despachamos en la plenaria o lo regresamos a la comisión. 

La propuesta de la comisión es que se discuta acá. Yo propongo que, en función del 

tiempo, votemos esto: si va a despacho inmediato o vuelve a comisión. Después 

seguimos discutiendo los cambios que son necesarios y cuáles son, ¿les parece? Bien. 

 

Senador Llanquimán: Una consulta a la Directora Jurídica y es sobre cómo se puede 

resolver el tema.  

 

Senador Köbrich: Senador Llanquimán, insisto, no estamos resolviendo el tema, 

estamos viendo si hacemos un despacho inmediato o envío a comisión.  
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No hubo más comentarios ni observaciones.  

 

El Vicepresidente somete a votación el siguiente acuerdo: La Plenaria del Senado 

Universitario acuerda el despacho inmediato/envío a comisión de Estructuras y 

Unidades Académicas de las observaciones al Decreto Universitario Nº0010432, de 28 

de marzo de 2025, que Crea el Campus Juan Gómez Millas de la Universidad de Chile 

y establece sus normas de organización y funcionamiento, contenidas en el Oficio de 

Contraloría Universitaria Nº492 de 23 de abril de 2025, en lo que diga relación con la 

propuesta aprobada por el Senado Universitario en su sesión Plenaria Nº792 de 27 de 

marzo de 2025.  

 

Las alternativas son 1: Despacho inmediato; 2: Envío a comisión y 3: Abstención.  

 

Abogada Ruiz: Tenemos un problema. Vamos a tener que repetir la votación, porque 

la configuración no es pública. Por lo tanto, no sale quién votó.  

 

Senador Köbrich: Lamentablemente tendremos que partir con esta votación en la 

próxima sesión. Además, ya no hay quórum. 

 

Se cierra el punto. 

 

3. Varios e incidentes. (15 minutos) 

No hubo por falta de quórum. 

 

Vicepresidente: No habiendo más comentarios ni intervenciones, se da por cerrada la 

sesión del día de hoy a las diecisiete horas con cincuenta y ocho minutos. 

 

Leída el acta, firman en conformidad, 

 

 

 

 

 

 

Claus Köbrich Grüebler 

Secretario  

Sergio Celis Guzmán 

Vicepresidente  
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